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			RESUMEN

			En este artículo abordaremos de manera breve qué se entiende por discriminación en el ámbito laboral, con referencia a la legislación existente. En la segunda parte, analizaremos diez sentencias de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia –máxima entidad judicial en derecho laboral–, con la finalidad de conocer algunos alcances que se han decidido en esta materia. Se pretende mostrar cuáles prácticas discriminatorias están prohibidas por la ley.
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			ABSTRACT

			In this article we will briefly way for understand the discrimination in the workplace, with reference to the existing legislation. In the second part we will analyze ten judgments of the Second Chamber of the Supreme Court of Justice -the highest judicial entity in labor law-, to know some scope that has been decided in this matter. It is that has been decided in this matter. It is intended to show which discriminatory practices are prohibited by law.
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					INTRODUCIÓN

			

			En este artículo desarrollaremos una visión jurídica de la discriminación, analizando sus alcances en las relaciones laborales, con el propósito de precisar qué se entiende por el fenómeno discriminatorio en este ámbito en específico. Asimismo, nos valdremos de una breve referencia del marco legal existente, que nos confirma en cuáles casos puede suceder una discriminación en materia de empleo y qué alcances tiene la normativa. 

			La metodología expositiva utilizada consiste en el esquema demostrativo, basado en casos resueltos en la jurisprudencia nacional. Analizaremos ejemplos que consideramos representativos en torno a los veredictos emitidos por la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia –como máxima instancia judicial en materia de trabajo–, relacionados con asuntos en los que se haya alegado discriminación laboral.

			Con respecto a las sentencias escogidas, estas fueron seleccionadas de un rango de asuntos judiciales resueltos en los rangos temporales de 2017 hasta el 2024. Se toma como fecha de inicio el año 2017, debido a la introducción de procedimientos de tutela de la discriminación laboral, introducidos por la Reforma Procesal Laboral en ese año citado (Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, 2016), que constituyó la más grande reforma introducida al Código de Trabajo, desde su promulgación en la década de los años cuarenta del siglo pasado. 

			Son once sentencias en total. La primera la utilizaremos para explicar, desde un marco general, la valoración de la prueba en materia de discriminación laboral; las otras diez se distribuyen según el régimen de empleo: tres son atinentes al sector público y siete a la empresa privada. Cada sentencia se denomina como “caso” y está acompañada de un “cuadro sinóptico”, en el que se resumen las enseñanzas de cada una de las prácticas analizadas.

			En consecuencia, aunque lo expuesto en estas líneas posee una connotación jurídica, nuestro propósito radica en orientar la reflexión hacia los alcances de la discriminación como categoría operativo-funcional. Una vez comprendido este concepto, procedamos a analizar algunas formas de su ejercicio negativo en la empresa costarricense. En otras palabras, se busca prevenir la conducta de los agentes económico-empresariales y promover prácticas acordes con lo permitido por la legislación costarricense.

			Por otra parte, estimamos como trascendental, compartir este conocimiento que, aunque es de corte jurídico, transversaliza el quehacer de la empresa tanto pública como privada del país. Este trabajo pretende enseñar y modelar “buenas prácticas laborales”, que incidan en torno a la no realización de actos discriminatorios dentro de la empresa. Y en ese propósito, estamos procurando construir un puente entre disciplinas diversas, como son la jurídica, la ética, la económica, la de administración del recurso o capital humano, todo ello que son factores que se entrelazan cuando hablamos de discriminación en el ámbito laboral.

			De la misma manera, la preocupación de estudiar la discriminación laboral y sus incidencias jurídicas, con la finalidad de plasmarse en la empresa a través de prácticas adecuadas que mitiguen las barreras discriminatorias, no es ajena dentro de la doctrina nacional especializada en la materia. En esta línea, tenemos a diferentes personas e instituciones autoras, como Vargas Garbanzo y Callejas Fonseca (2005), Fajardo Torres (2011).

			La necesidad de estudiar este tipo de realidades ha provocado el abordaje del estudio de problemáticas de empleo que se tornan discriminatorias de colectivos laborales muy específicos, como por ejemplo el informe de la Organización Internacional del Trabajo, referente a la situación laboral de los colectivos sexuales de orientación diversa en Costa Rica. (Organización Internacional del Trabajo [OIT], 2016) o de las triples barreras de discriminación laboral para las mujeres costarricenses (Morales Aguilar, 2019). De la misma manera, la profundización de las repercusiones de la discriminación laboral ha llevado a trabajar sobre la denominada violencia laboral, y sus distintas formas de implementación en el contexto costarricense (Sticco et al., 2022)

			En el ámbito internacional, en su momento el gobierno de Michelle Bachelet (2006-2010) en Chile, dicta para el mes de junio del 2006, el Código de Buenas Prácticas Laborales Sobre No Discriminación (CBPL). Se trata de una regulación que es obligatoria para el sector público y optativa para el privado, planteándose diversos objetivos que tienden a no discriminar a las personas trabajadoras, en ámbitos tales como los procesos de reclutamiento y selección; desarrollo de carrera y acceso a la capacitación; condiciones de trabajo; conciliación de responsabilidades laborales con obligaciones familiares. (Dirección Nacional del Servicio Civil, 2006)

			En el caso de México, el Gobierno de la ciudad capital adopta hace un par de años, un Manual de Buenas Prácticas para la Igualdad Laboral que, aunque va enfatizado en las mujeres trabajadoras, no deja de lado la necesidad de luchar en contra de la discriminación en sentido amplio a través de grupos o comités para la igualdad laboral y no discriminación, que tendrían como objetivo:

			establecer normas, principios, ejes y valores que rijan en todas y cada una de las dependencias, entidades, unidades y centros de trabajo de cada empresa o sindicato, con la finalidad de ejercer su rol de vigilancia para erradicar o prevenir la violencia y la no discriminación entre sus trabajadoras y trabajadores.

			Para el sector empresarial y sindical, un grupo o comité es aquel que velará siempre por la igualdad entre su personal, lo relevante es incluir a mandos altos para que este grupo o comité logre cumplir sus actividades. (Gobierno del Estado de México, 2023, p. 15)

			Por su parte, la Secretaría del Trabajo y Previsión Social et al. (2024) del gobierno mexicano, crea para su implementación en todo su territorio, el denominado Catálogo de buenas prácticas a favor de la igualdad y la no discriminación, en el que enfatiza la prevención de la discriminación, a través de campañas, sensibilizaciones y eventos. (pp. 133-152)

			Finamente en nuestro país, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social crea a finales del año 2023 el Sistema de Reconocimientos Sociolaborales SOMOS, como un mecanismo de estímulo y reconocimiento de conducta empresarial responsable, y que incluye a los derechos laborales. Dicho por la citada cartera ministerial: “se trata de una herramienta innovadora que reconoce la conducta empresarial responsable, la debida diligencia en derechos humanos, así como sus buenas prácticas laborales” (Ministerio de Trabajo y Seguridad Social [MTSS], 2023). Esta iniciativa gubernamental facilita los reconocimientos sociolaborales, promoviendo la conducta empresarial responsable, el comportamiento ético, la debida diligencia en derechos humanos, enfoque de género, la igualdad y no discriminación, el empoderamiento de las poblaciones en situación de vulnerabilidad, entre otros más, de todas aquellas instituciones públicas y empresas privadas que voluntariamente deseen postularse y formar parte de este sistema. (MTSS, 2023)

			Como puede colegirse de todo lo anteriormente expuesto, la necesidad de prácticas laborales que no discriminen a las personas trabajadoras es acorde con las más recientes tendencias. Se enmarca en lo que la misma OIT ha denominado como «trabajo decente», que hemos caracterizado en otra oportunidad como una actividad que “…va a involucrar prácticas y actividades dignificantes al trabajador, en su condición humana. Subsiste en consecuencia una obligación inherente al patrono, de hacer y respetar determinados límites objetivos que tienen incidencia manifiesta en las relaciones laborales” (Chacón Mata, 2012, p. 310). Esta modalidad ha permitido diseñar a la organización diferentes indicadores ocupacionales, en los que la prohibición de discriminar tiene un peso muy significativo en la gran mayoría de ellos (Chacón Mata, 2012).

			Por las razones dichas y explicadas en este preámbulo, consideramos que el espacio de análisis desde lo jurídico tiene capital importancia y relevancia para la empresa costarricense, ya sea pública o privada. Estableceremos algunas pautas que se sustraen de lo resuelto por la Sala Segunda, y realizaremos para cada una, una sinopsis explicativa. 

			
					NOCIONES PREELIMINARES SOBRE LA DISCRIMINACIÓN Breve historia de la discriminación


			

			Empezaremos a adentrarnos con una alusión breve pero reflexiva con respecto al racismo como expresión fáctica de las primeras manifestaciones concretas de la discriminación practicada hacia otros, así como los prolegómenos de los derechos humanos y su lucha contra este flagelo. La discriminación como forma de actuación entre los seres humanos y sus variables aplicativas constituyen barreras para el desarrollo de la autonomía y dignidad personal.

			Por lo anteriormente expuesto, se hace imperioso repasar en primera instancia, sobre los antecedentes inmediatos de las prácticas discriminatorias, paralelamente a las respuestas de la comunidad internacional. Solo de esta manera se comprenderá que la lucha contra la discriminación en todas sus formas es un imperativo humano de larga data.

			El racismo como una primera forma histórica de discriminación

			Para adentrarnos a estas premisas sobre las que se funda el enfoque de no discriminación, se hace imperioso asumir un abordaje histórico en torno a tan reprobable práctica. Es así como, siguiendo a Duverger (1968), se aduce que las teorías racistas nacieron en la Edad Media, cuando los soberanos cristianos quisieron apoderarse de los bienes de los banqueros judíos, pues al prohibir la Iglesia católica el préstamo con interés, solo estos podían practicarlo. El racismo se siguió desarrollando durante el siglo XVI, cuando españoles y portugueses esclavizaron a personas africanas para acrecentar el valor de sus colonias en América. Pero solo ha sido en el siglo XIX, cuando las teorías racistas han tenido una importancia política realmente grande. El historiador francés Augustín Thierry, impresionado por el carácter violento, profundo e irreductible de las luchas políticas que desangraban a su país desde 1789 y que habían engendrado sucesivamente un Terror rojo primero y un Terror blanco después, propuso para explicar este antagonismo una hipótesis racista en sus Lettres sur I¨Histoire de France (1827). 

			Otras teorías racistas explican los antagonismos no ya entre clases dentro de un país, sino entre naciones. El paso de un plano a otro fue dado por el escritor inglés Houston Stewart Chaberlain, quien en sus Fundamentos del siglo XX (1899), utiliza el mito del pueblo ario para glorificar a los alemanes. Intenta demostrar que todos los grandes genios de la humanidad han sido de sangre teutona, incluidos Julio César, Alejandro Magno, Giotto, Leonardo De Vinci, Galileo, Voltaire y Lavoisier. Los alemanes adoptaron con entusiasmo las teorías de Chamberlain, las cuales justificaban sus miras expansionistas. (Duverger, 1968, p. 35)

			Los derechos humanos como lucha permanente contra la discriminación

			La obligación connatural de prohibir cualquier trato o práctica fundada en la discriminación se ha constituido en una postura básica de análisis de los derechos humanos. Ahora bien, la batalla frontal contra la discriminación de los seres humanos frente a los poderes públicos sigue siendo un imperativo ontológico de los derechos humanos en general. Desde la óptica de tales derechos, el principio básico de la no discriminación implica que tales derechos humanos aplican para todas las personas en general, sin importar, condiciones paralelas de la persona. En este sentido lo entendió la Conferencia Mundial de los Derechos Humanos de 1993:

			todos los derechos humanos son universales, indivisibles e interdependientes y están relacionados entre sí. La comunidad internacional debe tratar los derechos humanos en forma global y de manera justa y equitativa, en pie de igualdad y dándoles a todos el mismo peso. (Organización de Naciones Unidas [ONU], 1993)

			Asimismo, en diferentes instrumentos consagrados en la Organización de Naciones Unidas se han fraguado tratados consagrados a combatir la discriminación en todas sus formas. Haciendo una rápida referencia de los primeros cuatro instrumentos internacionales de protección de derechos humanos que se concibieron después de la Segunda Guerra Mundial, empezaremos con la Declaración Universal de Derechos Humanos, que dispone en su artículo segundo que “toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición” (ONU, 1948, Artículo 2).

			La Asamblea General de las Naciones Unidas decide para el año de 1963, promulgar la Declaración sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial (ONU, 2008), que según su preámbulo tiene las siguientes características principales:

			Toda doctrina de diferenciación o superioridad racial es científicamente falsa, moralmente condenable, socialmente injusta y peligrosa, y nada permite justificarla ni en la teoría ni en la práctica;

			La discriminación racial -y más aún las políticas gubernamentales basadas en la superioridad o el odio racial- violan los derechos humanos fundamentales, ponen en peligro las relaciones amistosas entre los pueblos, la cooperación entre las naciones y la paz y la seguridad internacional;

			La discriminación racial daña no solo a quienes son objeto de ella, sino también a quienes la practican;

			Una sociedad universal libre de todas las formas de segregación y discriminación raciales, que son factores de odio y división, es uno de los objetivos fundamentales de las Naciones Unidas.

			En 1965, la Asamblea General proporcionó a la comunidad mundial un instrumento jurídico al aprobar la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, en la cual se estipulan las medidas que los Estados convienen en adoptar –una vez que son partes, mediante su ratificación o adhesión- para eliminar la discriminación racial. (ONU, 1991)

			La Convención entró en vigor en 1969 tras la ratificación o adhesión de 27 Estados y para fines de 1990, habían ratificado la Convención o se habían adherido a ella 128 Estados, es decir, más de las tres cuartas partes de los Miembros de las Naciones Unidas. Entre las convenciones de las Naciones Unidas sobre los derechos humanos esta es la más antigua y la que ha sido ratificada por mayor número de Estados. (ONU, 1991)

			Otro tratado sumamente importante en materia de discriminación es, sin duda alguna, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) que fue adoptado en la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante resolución 2200ª (XXI) del 16 de diciembre de 1966, pero entra en vigor hasta el 03 de enero de 1976. (ONU, 1966) El artículo 2, párrafo 2 del PIDESC dispone que,

			los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier condición social. (ONU, 1966, Artículo 2)

			Estamos ante una disposición sumamente amplia, que contempla las diferentes manifestaciones que pueden suscitar prácticas discriminatorias.

			Finalmente, el artículo 2(1) del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales establece:

			cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a respetar y a garantizar a todos los individuos que se encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en el presente Pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. (ONU, 1966, Artículo 2)

			De igual manera, se hace imperioso indicar que en el plano normativo la discriminación desde el lenguaje de los derechos humanos es una práctica prohibida por diferentes instrumentos internacionales y regionales protectores, con el advenimiento del emergente y evolutivo derecho internacional de los derechos humanos, aparte de los instrumentos anteriormente reseñados2.

			Este influjo entre la normativa propia y la que se suscita allende de las fronteras del Derecho Internacional de los Derechos Humanos (D.I.D.H.), genera la posibilidad misma que exista un tipo de derecho exógeno, reconociéndose la excepción del dominio exclusivo de la jurisdicción interna y que el principio de no intervención no procede en lo absoluto, tratándose de materia de derechos humanos. En el caso de Piza y Trejos (1989) lo definen como “el conjunto de normas y principios jurídicos internacionales relativos a los derechos humanos; y como rama especial del Derecho Internacional dedicada a la promoción y protección jurídico-internacional de los derechos humanos” (p. 172). Un autor como el profesor Villán Durán (2002), nos presenta una definición compuesta del derecho internacional de los derechos humanos, la cual expone de la siguiente manera:

			sistema de principios y normas que regula un sector de las relaciones de cooperación institucionalizada entre Estados de desigual desarrollo socioeconómico y poder, cuyo objeto es el fomento del respeto a los derechos humanos y libertades fundamentales universalmente reconocidos, así como el establecimiento de mecanismos para la garantía y protección de tales derechos y libertades, los cuales se califican de preocupación legítima y, en algunos casos, de intereses fundamentales para la actual comunidad internacional de Estados en su conjunto. (p. 34)

			Se ha sostenido que asistimos a una revaloración del Derecho internacional del trabajo, que se ve fortalecido en ese espacio de intersección entre este tipo de derecho especializado y el D.I.D.H., ampliando el umbral de cobertura de los derechos humanos. Para ejemplificar lo anterior, un autor como Canessa Montejo (2009) ha establecido que,

			en un plano formal, los derechos humanos laborales se podrían definir como todos aquellos derechos en materia laboral recogidos en instrumentos internacionales de derechos humanos que reconocen universalmente como titular a la persona. Su fundamentación proporciona argumentos consistentes que justifican la existencia o reconocimiento de este grupo de derechos; en particular, afianzan su reconocimiento en los instrumentos internacionales a través de dos grandes argumentos. (p. 134)

			Si hacemos una mirada retrospectiva al derecho de la Unión Europea, nos vamos a encontrar la existencia de dos directivas muy ejemplarizantes en materia de la discriminación que repercuten en lo laboral. La primera es la Directiva 2000/43/CE del 29 de junio del 2000 promulgada por el Consejo de Europa (2000a), concerniente a la aplicación del principio de igualdad de trato de las personas independientemente de su origen racial o étnico, y, en segundo lugar, de la Directiva 2000/78/CE del mismo Consejo, del 27 de noviembre de 2000 (Consejo de Europa, 2000b).  Esta última relativa al establecimiento de un marco general para la igualdad de trato en el empleo y la ocupación, abarcando tópicos como la imposibilidad de discriminar por asuntos tales como la religión o convicciones, la discapacidad, la edad y la orientación sexual.

			Para finalizar, desde la teoría de los derechos humanos se ha generado toda una corriente que denominaríamos concepciones no-discriminatorias de los derechos humanos, que involucra diferentes posturas discriminantes tales como las prácticas de violación discriminatoria estructural, así como la que niega la equidad de género. En relación con las primeras, la intolerancia y la discriminación se constituyen, en cualquier forma en que aparezcan, como los obstáculos que impiden que exista igualdad real y no solamente formal o jurídica, entre todos los seres humanos. (Odio Benito, 1990, p. 196) Por otra parte, tenemos la «Discriminación Estructural» que tiene lugar cuando existen poblaciones o grupos que en forma sostenida sufren menoscabo en su esfera jurídica –de hecho o de derecho–, resultando en condiciones de vida o situaciones jurídicas injustificadamente menos favorables. (Pelletier Quiñones, 2014, p. 207)

			Con respecto a la discriminación acaecida por razón del género, autoras como Harriet Samuels (2013) enfatizan que la necesidad de conformar una Teoría Legal Feminista ha tenido que pasar dentro de su primera corriente de estudio, a tratar de entender y preocuparse de la exclusión de las mujeres como personas, y en lo que se refiere al poder dentro de una sociedad; a particularizar sobre aspectos tales como su derecho al voto, la posibilidad de ser elegidas para cargos populares y su ingreso a determinadas profesiones reservadas históricamente a los hombres. (p. 130) Las sociedades patriarcales se sostienen por medio de una “estabilidad de mundo”, que no permite sea perturbada, dicha estabilidad responde a una aritmética de los sexos y del poder, divididos entre el sexo inferior y el superior. Al respecto, Roxana Arroyo Vargas (2007) amplía que,

			una de las manifestaciones de la cultura patriarcal es el poder, analizado éste desde la teoría de género feminista que aporta a las ciencias sociales la óptica del poder como un sistema de hegemonía masculina que atraviesa y sostiene toda la estructura genérica. (p. 5)

			La autora Ana Cagigas Arriazu (2000), señala al sistema patriarcal como

			el sistema de dominación y subordinación más opresor del género, también llamado patriarcado. Fue la primera estructura de dominación y subordinación de la Historia y aún hoy sigue siendo un sistema básico de dominación, el más poderoso y duradero de desigualdad y el que menos se percibe como tal. (p. 307)

			Rescatadas las anteriores intervenciones, se evidencia que la discriminación es un lastre que dicta formas de comportamientos adversos a la dignidad humana, a la vez que se constituye en un sistema estructural que genera violencia y discriminación hacia diferentes seres humanos. Por supuesto, incluidas las mujeres como personas vulnerables, y cuya incidencia concreta consiste en menoscabar y dificultar una igualdad de género, basada en el respeto, la autonomía y la libertad de disposición de los cuerpos, pensamientos y acciones que tenemos todos los seres humanos.

			¿Qué es la discriminación? ¿En qué consiste?

			Empezaremos este debate alrededor de la discriminación, en primera instancia con Odio Benito (1990), quien nos enuncia que la intolerancia y la discriminación se constituyen en cualquier forma en que aparezcan, como los ob  stáculos que impiden que exista igualdad real y no solamente formal o jurídica, entre todos los seres humanos. Continúa Odio Benito (1990) indicándonos lo siguiente: “por discriminar entendemos generalmente tratar distinto lo que es igual. Pero también es discriminar tratar igual lo que es distinto. Es absolutamente básico tener en cuenta que la igualdad entre todos los seres humanos exige la ausencia de discriminación” (p. 3). Para Rodríguez Zepeda (2013), 

			la discriminación es una conducta, culturalmente fundada y socialmente extendida, de desprecio contra una persona o grupo de personas sobre la base de prejuicios o estigmas relacionados con una desventaja inmerecida, y que tiene por efecto (intencional o no) anular o limitar tanto sus derechos y libertades fundamentales como su acceso a las oportunidades socialmente relevantes de su ambiente social. (p. 142)

			Se habla de la necesidad de no discriminar en el trato, acceso o derechos y es en este contexto, en el que es válido confrontar las prácticas discriminatorias con la práctica esperada de la igualdad de trato, acceso y mismas condiciones para todas las personas. 

			El lenguaje político y jurídico de la discriminación se ha nutrido de forma privilegiada de la experiencia política, jurídica e institucional del movimiento de los derechos civiles en los Estados Unidos de América. Las precisiones semánticas del término discriminación, su relación con la desigualdad y la injusticia distributiva, su vínculo privilegiado con las agendas racial y de género e incluso el repertorio de las políticas que la combaten –como los castigos legales y las medidas de tratamiento preferencial y de acción afirmativa-, provienen de esa experiencia jurídica e institucional del movimiento de los derechos civiles en los Estados Unidos de América (Rodríguez Zepeda, 2013, p. 141). Las gestas heroicas desde la fundación del Estado norteamericano empezando con Lincoln y sus luchas en la Guerra de Secesión (1861-1865), aboliendo la esclavitud, hasta el icónico Martin Lutter King y el movimiento antisegracionista de los años cincuenta del siglo anterior; sin duda alguna nutren de significado pragmático las tesis de no discriminar a personas o colectivos determinados.

			Discriminación «Directa e Indirecta»

			Ahora bien, desde un plano operativo tenemos que doctrinariamente se ha clasificado a las prácticas discriminatorias entre <<directas>> e <<indirectas>>, independientemente del escenario político y jurídico que sea. La primera forma ha sido definida como “discriminación directa” y es relativa a los actos específicos de discriminación. En estos la acción de un sujeto discriminador (A) causas efectos en un sujeto discriminado (B) mediante la restricción o daño de los derechos y oportunidades (C) de este; de tal modo que es posible establecer o reconstruir una relación causal directa entre la acción individual de A y los efectos de C registrables en B.

			Estos actos discriminatorios son individuales, particulares o discretos, aunque, como sabemos, solo se hacen posibles si presuponen actitudes moldeadas o condicionadas cultural y simbólicamente por el entramado de prejuicios –las actitudes– que dan a la discriminación una dimensión social (Rodríguez Zepeda, 2013, p. 161). Continúa el autor diciendo lo siguiente:

			la segunda forma de discriminación se denomina “indirecta” y es relativa a la conformación histórica de las normas, rutinas e instituciones sociales que, sin estar dirigidas contra una persona en específico (no son, en ningún caso, actos contra alguien concreto), conllevan el efecto estructural de mantener y profundizar la desventaja del grupo, pues “naturalizan” la estigmatización y contribuyen a reproducir el orden discriminatorio de la sociedad como un todo. En esta segunda categoría caen los efectos de mediano y largo plazos de la discriminación y, por ello, dan a la discriminación una dimensión estructural que no puede reducirse mediante la sanción o el castigo meramente retributivos, como si puede suceder en el caso de la discriminación directa. En la discriminación indirecta las responsabilidades son difusas, pues con frecuencia no hay manera de establecer con precisión quien es la persona o sujeto, que la padece, aunque los daños a los derechos leguen a ser incluso más graves –precisamente por su alcance social– que los de los actos directos. (Rodríguez Zepeda, 2013, pp. 161-162)

			Discriminación y «Dilema de la Diferencia»

			Un asunto que permea este debate radica en la dicotomía entre discriminación y dilema de la diferencia. Una autora como Martha Minow denomina el “dilema de la diferencia” así: cada individuo se distingue de una parte de sus semejantes por sus creencias religiosa, su género, sus prácticas sexuales, el color de su piel, su pertenencia a determinado grupo cultural, las tradiciones a las que se halla ligado, sus ideas políticas, etc. Ahora bien su relación con las prácticas discriminatorias radica en que, frente a estas diferencias propias de los seres humanos, le corresponde al Derecho decidir si su obligación de impedir todo tipo de discriminación implica responder a ellas con un trato similar o “neutro”, incorporando la metáfora de un derecho “ciego” a las diferencias, o si, por el contrario, debe hacerse cargo de estas y reconocerlas como dato relevante al establecer políticas antidiscriminatorias. (citada por Saba, 1998, p. 563) 

			En otras palabras, el derecho no puede estar ajeno a las prácticas discriminatorias y más bien se constituye en uno de los bastiones más efectivos por su coercitividad, para sancionar o repeler los odiosos actos discriminantes. 

			Igualdad ante la ley y discriminación laboral

			La igualdad ante la ley y la igual protección de la ley como dos variables conexas pero separadas, están garantizadas formalmente en muchos ordenamientos jurídicos; sin embargo, el jurista italiano Ferrajoli nos lleva a reflexionar sobre las dimensiones de la igualdad en el anterior punto. Para este autor (Ferrajoli, 1999), se conjugan dos posibilidades cuantitativas: la primera reflexiona en torno a la extensión de la igualdad hacia todos los sujetos; y la otra situación recae en torno a los derechos que podría ser reconocidos a esta colectividad amplia de personas. Al respecto, nos enuncia lo siguiente:

			el primero es el significado de la segunda y ésta crece con el crecimiento de aquél: en el plano intencional con el aumento de la cantidad de los derechos fundamentales y, por consiguiente, de las expectativas negativas (de ejercicio sin obstáculos de las libertades) y positivas (de satisfacción de necesidades vitales) garantizadas a todos del mismo modo mediante su sustracción a la disponibilidad del mercado y a la discrecionalidad del Estado; en el plano extensional con el desarrollo del proceso de universalización de la clase de sus titulares, hasta la coincidencia de ésta con la totalidad de los seres humanos. (Ferrajoli, 1999, p. 81)

			Para Rodríguez Rescia (2016), el derecho a la igualdad tiene alcances muy amplios a partir de interpretaciones que lo ubican como insignia del principio de no discriminación y base jurídica y filosófica de la equidad como justicia. Al respecto, profundiza en las siguientes valoraciones: 

			en términos simples, la formulación del enunciado “todas las personas son iguales ante la ley”, no merece mayores explicaciones puesto que es algo que se entiende y se asimila como justo. Sin embargo, en la práctica, ese principio no es respetado de manera amplia porque con cierta regularidad se establecen excepciones o preferencias que favorecen, de manera ilegal e inmoral, a algunas personas o grupos de personas a partir de privilegios injustificados.

			El derecho a la igualdad tiene matices. Visto como “igualdad ante la ley” (acepción de igualdad en sentido formal), puede confundir al dar la idea de principio absoluto, como exigencia de que la generalidad de las personas serán medidas bajo el mismo rasero: una ley idéntica para todos y todas, sin que a nadie se le pueda dispensar de su cumplimiento o alcance. Sin embargo, su verdadera acepción es entender la igualdad como la posibilidad de que se otorgue un trato igual a todas aquellas personas que se encuentran en situación o circunstancias similares. (p. 31)

			De nuestra parte, preferimos hablar más que de igualdad entre los seres humanos, poner el énfasis en la posibles oportunidades y aprovechamiento de estas, sin exclusión ni negación a unos cuantos en detrimentos de grandes mayorías que es la tónica cotidiana, y que, por ende, hace nugatorio el imperativo de bien común. Incluso se ha venido acuñando, el concepto del Derecho a la Oportunidad de las colectividades, en el contexto de una realidad cada vez más interrelacionada con el mundo, que obliga a la identificación de los agentes tanto nacionales como internacionales que tienen responsabilidades compartidas en el estancamiento y retroceso de los distintos derechos, aunque su intención ha sido incidir más claramente en las oportunidades reversadas para el ejercicio y goce de los derechos económicos y sociales en un contexto dado (Barillas Girón et al., 2002, p. 80). En este imperativo, el derecho laboral trasciende de una oportunidad a la performance de derechos establecidos tuitiva y de manera protectora por el Estado Social de Derecho. La legislación laboral propugna nivelar las oportunidades al trabajo, con una serie de derechos que sirven para defender a la persona trabajadora que es la más débil de la relación laboral. 

			En consecuencia, la igualdad laboral sería entendida desde el marco de la discriminación, como aquella posibilidad de regular derechos individuales y colectivos, sin realizar ninguna distinción por acción u omisión. Es así como ejercer discriminación en el trabajo por parte de las autoridades patronales, supone romper una simetría igualitaria que poseen las personas trabajadoras garantizadas por el ordenamiento normativo protector, para que absolutamente todos(as) tengan los mismos derechos en idénticas condiciones. 

			No se debe olvidar que la no-discriminación laboral parte de un supuesto fáctico de progresividad, y prohibición de regresividad. Es así como, para May Cantillano (2010), los derechos laborales están relacionados con el principio de progresividad, en la medida en que la normativa orientada a este tipo de derechos no puede verse desmejorados, sino al contrario, mejorados o superados según las diferentes coyunturas históricas. (p. 32) En la misma sintonía, para Barahona Streber (1994), “nuestra legislación social constituye un Minimun de garantías sociales irrenunciables para el trabajador, que debe ser ampliado, de acuerdo a las posibilidades de cada empresa, de forma voluntaria, por medio de los pactos y convenios colectivos de trabajo” (p. 26). 

			Para Fajardo Torres (2011), esta perspectiva de protección interna de los derechos laborales se complementa con los tratados exógenos suscritos por nuestro país, y al respecto aduce que

			Costa Rica cuenta con un marco normativo importante que responde en gran parte a los lineamientos establecidos por los instrumentos internacionales fundamentales, y en ese sentido recuerda los Pactos de Naciones Unidas (derechos civiles y políticos, así como de derechos económicos, sociales y culturales y la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra las mujeres). Asimismo, destaca diferentes convenios y recomendaciones de la OIT aplicables en nuestro ordenamiento jurídico. (p. 105)

			Queda evidenciado que nuestra doctrina entiende que los derechos laborales protegen derechos que no pueden ser menoscabados y por ello debe ser ascendente su tutela, a la vez complementaria en los fueros interno y externo. Por supuesto que de vital trascendencia es que no pueda existir una discriminación que atente contra estos. 

			La connotación de la Igualdad en la jurisprudencia constitucional costarricense

			Básicamente, porque todas las personas son diferentes, y requieren condiciones específicas para satisfacer sus necesidades, es importante recalar en que la noción igualitaria solo es susceptible eludirla cuando no nos encontremos en situaciones de paridad objetiva. Esta idea es sintetizada por la sentencia emitida por la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica (2012) a través de resolución 00266-2012, emitida el 11 de enero de 2012, y en la que define la igualdad de la siguiente manera: 

			como tesis de principio, la noción de igualdad, en el sentido que es utilizada por el artículo 33 de la Constitución Política (…), implica que todas las personas tienen derecho a ser sometidos a las mismas normas y obtener el mismo trato (igualdad en la ley y ante la ley); mejor aún, que no se pueden establecer diferencias de trato que no estén fundamentadas en condiciones objetivas y relevantes de desigualdad, o que no sean necesarias, razonables o proporcionales a la finalidad que se persigue al establecer la diferencia de trato. […] Por otra parte, la igualdad es también una obligación constitucionalmente impuesta a los poderes públicos, la cual consiste en tratar de igual forma a los que se encuentren en iguales condiciones de hecho, constituyéndose, al mismo tiempo, en un límite a la actuación del poder público (…).

			Hasta acá hemos querido dejar claro que la lucha frontal contra la discriminación constituye un intento de aproximación para definir que buscan o pretenden los derechos humanos. La posibilidad de seguir ahondando sobre este particular no la llevaremos más a cabo debido a que se realizó en el capítulo respectivo, un análisis en torno a la discriminación como una forma de concepción pragmática, por lo que no seguiremos más extendiéndonos al respecto. 

			Menciona Pérez Luño (2001) que en el precepto de igualdad inserto en el artículo 33 de nuestra Carta Magna, un aspecto importante a destacar es el relativo a que “la igualdad ante la ley implica, en ocasiones, el tratamiento diferenciado de circunstancias y situaciones semejantes, pero de acuerdo con presupuestos normativos que excluyan la arbitrariedad o la discriminación” (p. 87). Para este autor, la diferencia propicia que haya un reduccionismo del postulado de igualdad ante la ley, siendo tan difícil en la vida cotidiana medir todo “bajo un mismo rasero”.

			Ley sobre Prohibición en la Discriminación del Trabajo (Ley N° 2694 del 22 de noviembre de 1960) (Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, 1960)

			Esta normativa promulgada por nuestra Asamblea Legislativa data de hace cuarenta años y es un antecedente valiosísimo para empezar a hablar de lo que se ha entendido por discriminación en el trabajo en nuestro país. La ley N° 2694 empieza en su apartado de “Considerandos”, dimensionando los alcances del artículo 56 de la Constitución Política; la cual eleva el trabajo al rango de derecho del individuo y obligación para con la sociedad (Chacón Mata, 2012, p. 324) 

			Asimismo, aduce que el mismo artículo constitucional, 

			...pone en manos del Estado el deber de procurar que todos los habitantes de la República tengan ocupación honesta y útil, debidamente remunerada, y de impedir que por causa de esa ocupación se establezcan condiciones que en alguna forma menoscaben la libertad del hombre o degraden su trabajo o condición de simple mercancía. (Artículo 2)

			Que, de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos, proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, todo individuo tiene derecho a la vida, toda persona tiene derecho al trabajo de su libre elección y a la protección contra el desempleo y a igual salario por trabajo igual, todo ello sin discriminación alguna por razones de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición, como podrían ser la filiación, el estado civil o la edad. (Artículo 4)

			Que el Convenio III y la Recomendación III adoptados por la Organización Internacional del Trabajo, de la cual Costa Rica es miembro, relativos a la discriminación en materia de empleo y ocupación, abundan en los mismos propósitos que la Declaración Universal de Derechos Humanos, mencionados en el Considerando anterior, los que amplían y desarrollan. (Artículo 5)

			El artículo primero de la citada ley reza lo siguiente:

			Prohíbase toda suerte de discriminación, determinada por distinciones, exclusiones o preferencias, fundada en consideraciones sobre raza, color, sexo, edad, religión, estado civil, opinión política, ascendencia nacional, origen social, filiación o situación económica, que limite la igualdad de oportunidades o de trato en materia de empleo u ocupación. (Artículo 1)

			Estamos ni más ni menos, ante un elenco sumamente amplio de posibilidades discriminatorias que establece esta legislación.

			La normativa en estudio determina qué en cuanto al Estado, sus instituciones y corporaciones, todo nombramiento, despido, suspensión, traslado, permuta, ascenso o reconocimiento que se efectúe en contra de lo dispuesto por la presente ley, será anulable a solicitud de la parte interesada; y los procedimientos seguidos en cuanto a reclutamiento o selección de personal carecerán de eficacia en lo que resulte violatorio de esta ley (Chacón Mata, 2012, p. 324).

			El Carácter Genérico “Prohibición de Discriminación” del Código de Trabajo (Ley N° 8107 del 18 de julio del 2001) (Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, 2001) y la Reforma Procesal Laboral (Ley N° 9343 del 25 de enero del 2016) (Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, 2016)

			Nuestro actual Código de Trabajo incorporó mediante, la prohibición de Discriminar como garantía genérica, bajo el Título XI del Código de Trabajo a inicios del año 2000. Posteriormente, la reforma al citado código con el advenimiento de la Reforma Procesal Laboral (RPL en adelante) en el año 2016, incorporó seis artículos nuevos (del artículo 404 al 410 como numeración  vigente) y al respecto el artículo 404 enuncia que

			se prohíbe toda discriminación en el trabajo por razones de edad, etnia, sexo, religión, raza, orientación sexual, estado civil, opinión política, ascendencia nacional, origen social, filiación, condición de salud, discapacidad, afiliación sindical, situación económica o cualquier otra forma análoga de discriminación. (Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, 2016)

			Asimismo, las diferentes causales de discriminación son protegidas a través de los denominados fueros de protección que analizaremos más adelante3. 

			Un aspecto por considerar consiste en determinar hasta dónde las limitaciones que imponga una empresa para contratar personal basada en criterios necesarios para el desempeño del puesto pueden ser consideradas discriminatorias o no. Piénsese en criterios de formación necesaria o inclusive hasta de edad que es un parámetro prohibido de invocar. Al respecto, podemos acotar que a través de un Convenio N° 111 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT, 2007), se dispone que “las distinciones, exclusiones o preferencias basadas en las calificaciones exigidas para un empleo determinado no serán consideradas como discriminación” (p. 1). En este sentido, debe entenderse que les asiste a las personas empleadoras fijar parámetros de selección atinentes al puesto (p.e. escolaridad, experiencia, sexo, etc.) sin que estos puedan ser vistos como una flagrante discriminación.

			Lo cierto del caso es que la reforma operada e introducida a la legislación de trabajo, prohíbe el despido de las personas trabajadoras por razones que obedezcan a su edad, etnia, género o religión. La ley N° 8107, a la vez que dispone que “todas las personas, sin discriminación alguna, gozarán de las mismas oportunidades para obtener empleo y deberán ser consideradas elegibles en el ramo de su especialidad, siempre y cuando reúnan los requisitos formales solicitados por el patrono o la parte contratante” (Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, 2001, Artículo 622).

			Prosigue la legislación de última cita –sea la 8107–, diciéndonos que “toda discriminación que perjudique a un trabajador por motivos de edad, etnia, género o religión podrá ser denunciada ante los tribunales de trabajo” (Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, 2001, Artículo 623), a la vez que a los patronos a quienes se les compruebe haber cesado a trabajadores por estos motivos, “…deberán reinstalarlos en su trabajo original e indemnizarlos con el importe de doce (12) veces el salario mínimo legal correspondiente al puesto de los trabajadores en el momento del fallo” (Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, 2001, Artículo 624).

			Ahora bien, la legislación citada, enuncia un parámetro para establecer prácticas discriminatorias, y aduce que “todos los trabajadores que desempeñen un trabajo igual gozarán de los mismos derechos, igual jornada laboral y remuneración igual, sin discriminación alguna por edad, etnia, género o religión” (Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, 2001, Artículo 619). Nótese entonces que existen reglas muy precisas sobre lo que debe entenderse por discriminación laboral y sus alcances, a la vez que se especifica como se instrumentaliza las violaciones discriminatorias; tomando el parámetro de negación de la igualdad y que se obtiene, realizando un análisis comparativo. 

			Una vez precisadas las coordenadas sobre la legislación nacional, de nuestra parte a manera de síntesis sobre el concepto, que “por discriminación laboral vamos a entender aquellas conductas surgidas en el trabajo y desde el trabajo, que limitan, constriñen, y dificultan la prestación laboral de la persona trabajadora, basándose en acciones y políticas concretas que lesionan su dignidad personal, debido a prácticas externas e internas que le perjudican, consentidas por el patrono”. 

			Como una referencia a considerar y desde una perspectiva de derecho comparado, tomamos el caso español para reseñar que, en materia de discriminación laboral, han transitado por dos legislaciones que tienen características muy particulares. Al respecto García Jiménez (2024) señala a la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la Igualdad Efectiva de Mujeres y Hombres, que “vuelve a remarcar la importancia del principio de transversalidad a la hora de afrontar la materialización de todo el edificio normativo que precisa el moderno derecho antidiscriminatorio” (p. 70). 

			La segunda ley es la menos importante “Ley integral para la igualdad de trato y la no discriminación” del 12 de julio del 2022, o conocida como la Ley 15/2022 (Gobierno de España, 2022). Nos vuelve a decir el citado autor que esta legislación se proyecta e incide en los múltiples espacios de la vida de las personas (p.e. político, social, económico etc.), así como el empleo, educación, publicidad, acceso de servicios entre otras manifestaciones (García Jiménez, 2024, p. 71).

			En nuestro país se carece de una legislación interna que abogue por la lucha de la no discriminación desde una perspectiva integral, sino que como hemos visto se ha matizado más a ámbitos de normativa muy específica para ciertos colectivos o sectores.

			
					LA JURISPRUDENCIA LABORAL EN MATERIA DISCRIMINATORIA DENTRO DEL TRABAJO

			

			En esta segunda sección vamos a abocarnos a detallar los alcances de una serie de criterios aportados por nuestra jurisprudencia patria, en relación con la discriminación laboral. En primer lugar, tenemos que la jurisprudencia constitucional ha dicho que 

			el derecho al trabajo es considerado un derecho fundamental del hombre, cuyo ejercicio le permite lograr una existencia digna y cuyo cumplimiento debe el Estado vigilar, fomentar, proteger e implementar por los medios correspondientes, cerciorándose de que en todos los organismos oficiales o privados, no se apliquen políticas de empleo discriminatorias a la hora de contratar, formar. Ascender o conservar a una persona en el empleo, pues todo trabajador tiene el derecho de acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, si cumple con los requisitos razonables impuestos por ley (Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, 1995) 

			Igualmente, la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia (2001) ha externado que “...la discriminación implica que se efectúan diferenciaciones, por razones que no son admitidas como legítimas por el ordenamiento jurídico”. En ese sentido es claro que, para hablar de discriminación en el ámbito laboral, debe haberse violado una obligación de acatamiento, prevista dentro de la misma legislación. 

			En términos generales, podemos manifestar que nuestra legislación aplicable en la esfera laboral se encuentra sumamente matizada de preceptos que prohíben la discriminación en aspectos tales como la discriminación por motivos de género u orientación sexual4; discriminación por situación familiar5; discriminación por enfermedad o minusvalía6.

			Sin embargo, para los efectos de este artículo, vamos a destacar algunos votos o resoluciones que estimamos aleccionantes para efectos de observancia en la empresa costarricense. Estas resoluciones las hemos escogido con un rango de fechas que va desde el año 2017 –fecha de inicio de la RPL– hasta el año 2024 inclusive.

			La vía judicial en la que procede la tutela de la discriminación laboral

			Con respecto a los «fueros especiales de protección» en la jurisdicción laboral, que sería la vía pertinente para proteger el derecho a no ser discriminado laboralmente, tenemos el relato del exmagistrado Rolando Vega Robert (2005) que al respecto nos dice

			que un primer aspecto que debemos de tener totalmente claro, es que cuando hablamos de fueros especiales, estamos hablando de contenidos esencialmente constitucionales, porque detrás de esos fueros o protecciones especiales encontramos tratamientos privilegiados a un conjunto de determinados derechos elevados generalmente al rango constitucional. Es muy difícil entonces que podamos hablar de tutela de fueros especiales, si no encontramos detrás un respaldo constitucional. (p. 53) 

			Con respecto al procedimiento de protección de fueros especiales, Castro Méndez (2017) manifiesta que “la RPL estableció un proceso que protege a personas trabajadoras del sector público y del sector privado por dos razones: por existir un fuero especial o por haber sido objeto de discriminación” (p. 62).

			A título de resumen, el fuero de protección laboral es un mecanismo protector avalado por la legislación y tutelado por la jurisdicción del Estado, que protege a diferentes colectivos y grupos diferenciados de personas trabadoras, frente a situaciones que amenacen su estabilidad laboral. 

			En este sentido, la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia (2017) mediante la sentencia N° 17948-2017 de las 9:15 horas de 8 de noviembre de 2017, se pronunció sobre el tipo de reclamos como el aquí planteado, en los siguientes términos:

			Ciertamente, la tutela de la Sala Constitucional, en tratándose de la materia laboral, deriva de la aplicación del Título V, Capítulo Único, de la Constitución Política, denominado Derechos y Garantías Sociales. Es allí, donde encuentran protección constitucional, por medio del recurso de amparo, el derecho al trabajo, al salario mínimo, a la jornada laboral, al descanso semanal, a vacaciones anuales remuneradas, a la libre sindicalización, al derecho de huelga, a la celebración de convenciones colectivas de trabajo, entre otros; todo ello, con ocasión del trabajo. Sin embargo, bajo una nueva ponderación, dada la promulgación de la Reforma Procesal Laboral, Ley N° 9343 de 25 de enero de 2016, vigente desde el 25 de julio de 2017, esta Sala considera que ahora todos los reclamos relacionados con esos derechos laborales, derivados de un fuero especial (por razones de edad, etnia, sexo, religión, raza, orientación sexual, estado civil, opinión política, ascendencia nacional, origen social, filiación, discapacidad, afiliación sindical, situación económica, así como cualquier otra causal discriminatoria contraria a la dignidad humana), tienen un cauce procesal expedito y célere, por medio de un proceso sumarísimo y una jurisdicción plenaria y universal, para su correcto conocimiento y resolución, en procura de una adecuada protección de esos derechos y situaciones jurídicas sustanciales, con asidero en el ordenamiento jurídico infra constitucional, que tiene una relación indirecta con los derechos fundamentales y el Derecho de la Constitución.

			Es importante entender esta nueva regla puesto que en el pasado los asuntos teñidos de discriminación laboral se enfocaban bajo un prisma de violación de derechos constitucionales y con el advenimiento de la resolución supra citada la Sala Constitucional se decanta por que se tramiten estos asuntos en la jurisdicción laboral. Asimismo, la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia (2017) expone en esta resolución con ventajas de esta vía de defensa de la discriminación laboral, los siguientes argumentos: 

			
					La nueva legislación de protección contra la discriminación tiene una serie de novedosos mecanismos procesales: como plazos más cortos para la realización de los actos procesales, una tutela jurisdiccional más eficaz, asistencia legal gratuita, implementa la oralidad en los procedimientos; y, como consecuencia, incluye los subprincipios de concentración, inmediación y celeridad;

					Protege de una manera más adecuada tales derechos a no ser discriminado laboralmente, puesto que en sede laboral se permite ejercer los medios de impugnación o recursivos, mientras que en sede constitucional no es factible.

					En consecuencia se tiende a la realización de una eficaz tutela judicial en materia laboral, como garantía de protección de los derechos laborales constitucionales, dadas las nuevas características de simplicidad, celeridad y prontitud de los procesos laborales, lo que constituye una mayor garantía para la efectiva protección de las situaciones jurídicas sustanciales que involucren aspectos laborales y en las que, para su debida tutela, se requiera recabar elementos probatorios o zanjar cuestiones de mera legalidad. 

			

			Alcances de la jurisprudencia y lecciones a aprender en discriminación laboral

			Antes de iniciar las exposiciones de cada uno de los antecedentes jurisprudenciales escogidos, se impone establecer una apreciación a título genérico, en torno a la manera o forma de como se demuestra la discriminación en el ámbito laboral. Se trata de delinear el postulado pragmático, que es inherente a todos los casos en los que se alegue discriminación, para cualquier tipo que sea. Nos referiremos concretamente, a lo que esta sala casacionista ha manifestado en torno a la “carga de la prueba”, en materia de alegación y acreditación de una práctica discriminatoria.

			Para ejemplificar lo anterior, la misma Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia se ha servido establecer desde hace larga data, en qué consisten los parámetros exactos. Haciendo eco de una jurisprudencia reciente –para demostrar la actualidad y vigencia de esta postura, recurriremos a la Resolución 2024/001016–, con la finalidad de demostrar que este criterio no ha cambiado en lo absoluto. (Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, 2024a)

			En el caso que nos ocupa, el actor pretende que en sentencia se ordene a la demandada que es una municipalidad, el cese de la discriminación en el pago de los salarios y, por ende, se le cancele la prohibición legal, así como las diferencias en aguinaldos y vacaciones recibidos. Alega que su puesto y funciones son similares a las de su jefe y otras personas compañeras de profesión, quienes devengan este tipo de incentivos salariales.

			El juzgado de primera instancia declara sin lugar en todos sus extremos la demanda, siendo que en el recurso de casación el recurrente protesta la imposición a su cargo, de la carga procesal de acreditar la discriminación. Según el resumen que realiza el Considerando, de la sentencia 2024-001016 (Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, 2024a), se dice que

			conforme al artículo 478 inciso 10) del Código de Trabajo, a la parte trabajadora lo que le corresponde es brindar indicios y parámetros comparados, de conformidad con lo establecido por el artículo 409 del Código de Trabajo, pero la sentencia invierte la carga a la parte más débil de la relación laboral. (…) . Se realizó una comparación de funciones entre su jefatura y el actor, donde se demuestra que ambos realizan labores exactamente iguales. Los testigos ofrecidos señalan que en todos los departamentos adscritos a la Administración Tributaria (Departamento Cobros, de patentes, de Valoración, de Administración Tributaria y de Cobros) el Encargado y el asistente perciben el pago de prohibición legal, siendo el actor el único asistente que no recibe ese pago.

			Lo cierto del caso es que, para la sala casacionista, el reclamo no se sustenta en determinar si su cargo está cobijado por las previsiones legales que contemplan el otorgamiento del sobresueldo, sino en la existencia de un supuesto trato discriminatorio comparativo (Considerando III). La Sala de Casación laboral afirma que la persona que alega el trato discriminatorio laboral debe necesariamente probar dicha discriminación en sede judicial. Prosigue la sentencia en cuestión, que este criterio es conteste con lo expuesto por la misma Sala Constitucional7, y que más bien la postura de la Sala Segunda ha estado alineada igualmente a este procedente y se ha reiterado en su jurisprudencia (ver sentencia número 2004-11984 de las 10:10 horas del 29 de octubre de 2004 y 2004-11437 de las 9:53 horas del 15 de octubre de 2004 y voto número 751, de las 10:00 horas del 15 de julio de 2015; Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, 2024a)

			Concluye la sentencia que nos ocupa, con vista en la prueba aportada en el expediente, la testimonial y el manual de funciones de los puestos, que para el recurrente se consideran como similares; que esta situación no es así y, por ende, el actor de la litis no logró acreditar su dicho fehacientemente.

			Cuadro Sinóptico N°1

			Conclusiones breves de este caso

			
				
					
				
				
					
							
							-La carga de la prueba en materia discriminatoria laboral, le corresponde a quien la alega o el actor. Es decir, la persona supuestamente discriminada debe presentar contundentemente las razones probatorias, para fundamentar esta práctica perjudicial en su contra.

							En la práctica esta es una obligación que tiene que realizar la persona que se siente discriminada, es decir, demostrar su discriminación. A manera de ejemplo, la persona adulta mayor que aun trabajando, no le asignan labores que no tienen ninguna relación con su estado cognitivo o físico, sino que es clara y evidentemente por su edad.

						
					

					
							
							-La prueba en la discriminación laboral se realiza de manera comparativa; o sea, en relación con otra u otras personas, y bajo el supuesto fáctico, que estando la persona discriminada en el mismo o mismos supuestos; no se recibe un beneficio o derecho al igual que las otras personas. Es injusto que lo denieguen, si las condiciones para recibir ese beneficio o derecho son las mismas que la persona discriminada tiene.

							Por ejemplo, la trabajadora que no le dan horas extras y a sus compañeros hombres en el mismo puesto de trabajo, sí se las otorgan. Es evidente que la comparación arroja que no se las otorgan por ser mujer.

						
					

					
							
							-La carga de la prueba por parte de la persona que supuestamente recibe la discriminación laboral está amparada en la jurisprudencia constitucional, y, por ende, la jurisprudencia laboral sigue este precedente, consolidando esta tesis entre ambas sedes.

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia.

			Siguiendo los anteriores parámetros dados desde larga data por la jurisprudencia casacionista, y que incluso es conteste o de igual similitud que la de la Sala Constitucional, entenderíamos entonces que el “análisis comparativo” es esencial para determinar la procedencia o no de la discriminación, cuando esta es alegada judicialmente.

			Esta comparación impone la actividad deductiva de la persona juzgadora, para invocar reglas de justicia e igualdad entre las partes o situaciones a comparar, según los términos revisados anteriormente. Por consiguiente, no procede determinar similitud comparativa ante situaciones desiguales, o de manera inversa; si sería factible determinar cómo igual aquello que efectivamente lo es en toda su magnitud.

			Por esta razón, el criterio imperativo de discriminación pasa desde nuestra óptica necesariamente por un tamizaje que debe realizar el siguiente test de razonabilidad que podríamos resumir en tres fases, descritas de la siguiente manera:

			
					En primer lugar, debe haber “identidad comparativa de personas”, entendido este aspecto en que ambas cumplen con los mismos elementos de la contratación laboral (p.e. mismo tipo de contratación con los requisitos cumplidos para el puesto);

					Segundo, debe circunscribirse la demostración de la discriminación en torno al mismo “objeto de la discusión comparativa” (p.e. si yo tengo el mismo puesto y cumplo los mismos requisitos que “X”, porque yo no tengo el mismo salario o derechos que aquel o aquella persona);

					Finalmente, debe adicionarse al análisis de las dos variables anteriormente expuestas, si el “contexto comparativo del hecho” permite demostrar la existencia de una discriminación real. En este último supuesto, se pretende analizar si la decisión de discriminación del empleador obedece a una causa objetiva que no reside en la discriminación, y para ello se realiza una valoración que trasciende más allá del criterio comparativo dual. Este parámetro lo podemos observar a manera de ejemplo, en aspectos tales como el despido discriminatorio por afiliación sindical, en el sentido que el contexto debe permitir probar que si el despido efectivamente obedeció a criterios razonables de la empresa –p. e.  contratación estacionaria, restructuración etc.–, que fue aplicado tanto a personas sindicalizadas como las no sindicalizadas. Si se adopta una interpretación conjuntiva del contexto, y se logra comprobar que solo la persona o personas sindicalizadas o líderes fueron despedidas, y otras personas trabajadoras que no eran sindicalizadas no lo fueron, esta premisa toma mucha fuerza para argüir la consabida discriminación laboral por contexto comparativo. O si, por el contrario, el despido fue indiscriminado tanto a personas sindicalizadas como no sindicalizadas, y la parte patronal demuestra el asidero de esta decisión (p.e. falta materia prima, finalización de contratos a plazo), toma fuerza la tesis no discriminatoria del despido.

			

			Expuestos los anteriores prolegómenos, procedemos a entablar los casos aleccionadores que hemos escogido, en esta secuencia cronológico jurisprudencial, para mejor comprensión y detalle del fenómeno a estudiar.

			Caso N° 1: En los despidos discriminatorios por motivos de salud, debe la parte demandada demostrar que no se despidió por esta razón (Resolución N° 01533-2017) (Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, 2017)

			En la demanda el actor alegó haber sido discriminado por razones de salud. Describió los hechos considerados como tales, originados luego de un accidente laboral sufrido por él, en los siguientes términos: no aplicación de la política de aumentos anuales; denegatoria de su solicitud tendente a que se le dieran nuevos uniformes, motivada en que los suyos los tenía desde el año 2008 y estaban deteriorados; eliminación del pago del dólar mensual, el que sí se satisfacía al resto del personal. Además, se estaba procediendo al despido, no obstante que la parte patronal tenía pleno conocimiento de que estaba tramitando un proceso por riesgos de trabajo contra el Instituto Nacional de Seguros por el referido accidente; y, existencia de presiones de la empresa para que se declarara culpable del accidente, consistentes en las visitas que a su casa le hizo el supervisor en tres oportunidades, quien le advirtió que de no atribuirse aquella responsabilidad, el Gerente de Operaciones le iba a quitar los beneficios, promesa que se cumplió desde que se reincorporó a sus labores. 

			En su contestación, a la parte demandada le correspondía la carga de probar que sus actuaciones fueron objetivas, ajenas a móviles discriminatorios. Como la demandada, teniendo la carga procesal de hacerlo, no justificó con bases objetivas el trato diferenciado que le dio al demandante. En consecuencia, se trae a colación el voto 13205-2005 de las 15:13 horas del 27 de setiembre del 2005 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia (2005) en el que se adopta la tesitura del Tribunal Constitucional Español respecto al desplazamiento de la carga de la prueba en asuntos donde se debata la práctica de despidos discriminatorios8. Según esta posición, la actividad probatoria de la persona que alegue la discriminación se limitará a traer indicios claros y precisos de la violación del derecho de igualdad. De tal suerte, que recaerá sobre la entidad patronal la obligación de demostrar que su decisión fue basada en causas reales o verídicas ajenas a cualquier móvil subyacente discriminatorio9.

			El despido posterior –estando aún en control médico por el accidente sufrido– basado solo en la libertad de despido, la Sala Segunda califica como discriminatorio por razones de salud. Para el Alto Tribunal, la libertad para dar por terminada la relación laboral no es irrestricta, tiene como límite el respeto de los derechos fundamentales de la persona trabajadora. Los alegatos planteados por la empresa demandada, los cuales parten de la libertad patronal de poner fin unilateralmente a la relación laboral, para seguidamente arribar a la conclusión de que al actor le correspondía demostrar que fue discriminado por razones de salud, no son de recibo.

			Es así como la resolución fundamenta que el despido que se suscita es discriminatorio por razones de salud, realizando un análisis para el caso de los alcances del Convenio 111 de El Convenio 111 de 1958 de la Organización Internacional del Trabajo denominado “sobre la discriminación (empleo y ocupación)”, que ha sido debidamente ratificado por Costa Rica10.

			Cabe destacar que la jurisprudencia comparada como la española, interpreta que la “discapacidad por motivo de enfermedad”, no está considerada como un motivo discriminante, incluso recogidos en la Directiva 2000/78 de la Unión Europea (Consejo de Europa, 2000b). A juicio de del Tribunal Supremo español, la dicción de “la enfermedad en cuanto tal” o sea considerada únicamente y de forma abstracta como enfermedad, no entra dentro de los motivos de discriminación, pero ello no obsta a que la enfermedad que comporte una discapacidad a largo plazo, esté ya incluida como discapacidad y por tanto protegida por la Directiva (Poder Judicial de España, 2018).

			En esta línea expositiva, el artículo 2.1 de la Ley 15/2022 de España y que hemos hecho mención anteriormente (Gobierno de España, 2000)11 delimita los diferentes supuestos relacionados con las situaciones ligadas a la salud de la persona. Al respecto, se ha establecido en la jurisprudencia constitucional española, sobre este particular lo siguiente: El Tribunal Constitucional Español en la sentencia STC 62/2008, de 26 de mayo,

			descartó considerar como causa autónoma de discriminación a la enfermedad, lo que no obsta a su consideración como una causa de discriminación siempre que el factor enfermedad se tome en consideración «como un elemento de segregación basado en la mera existencia de la enfermedad en sí misma considerada o en la estigmatización como persona enferma de quien la padece». Esto es, a lo que se debe estar para entender que se produce discriminación es al hecho de que la enfermedad actúe como instrumento de segregación social, o sea, que se utilice como un criterio que lleve a la estigmatización y marginación de un colectivo (García Jiménez, 2024, p. 88).

			Cuadro Sinóptico N°2

			Conclusiones breves de este caso

			
				
					
				
				
					
							
							-El artículo 409 del Código de Trabajo establece que “…quien alegue la discriminación deberá señalar específicamente el sustento fáctico en el que funda su alegato y los términos de comparación que substancie su afirmación” (Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, 2016, Artículo 409) y en relación con esa disposición el 478 inciso 10, específicamente relativo a la carga probatoria, indica: … En todo caso, le corresponderá al empleador o la empleadora probar su dicho, cuando no exista acuerdo sobre: …10) La justificación de la objetividad, racionalidad y proporcionalidad de las medidas o las conductas señaladas como discriminatorias en todas las demandas relacionadas con discriminaciones. (Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, 2016) A manera de ejemplo, una vez que la parte patronal reciba el alegato de discriminación por parte de la persona trabajadora; corresponde al primero demostrar que la medida no es discriminatoria sino que responde a una situación objetiva. Por ejemplo, no lo despido por ser nuevo o nueva, o por ser de X orientación sexual; sino que el despido obedece a que me bajaron las ventas y el presupuesto bajó considerablemente y ello no me permite continuar con las contrataciones laborales vigentes.

						
					

					
							
							-En consecuencia, debe la parte empleadora si existe duda o probabilidad de despido discriminatorio por razones de salud, demostrar que no obedece a situaciones de esta índole. Tiene jurídicamente el deber de presentar la carga de la prueba.

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia.

			Caso N°2: No existe discriminación cuando las funciones de los puestos están bien establecidas y son diferentes (Resolución Nº 02153-2019) (Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, 2019a)

			Este es otro asunto igualmente propio de la relación de empleo público. La parte actora promovió la demanda para que en sentencia se condene a la entidad estatal demandada al pago de las diferencias salariales entre dos puestos propios de la nomenclatura de servicio civil (el puesto Profesional de Servicio Civil 2 y el de Profesional de Servicio Civil 3), desde el 1 de octubre de 2012 al 4 de junio de 2017, así como las generadas sobre anualidades, carrera profesional, salario escolar, aguinaldo, prohibición, horas extras; indexación, intereses. Considera que comparativamente al estar en la clase de profesional 2 realiza funcional y objetivamente, las mismas labores que el profesional 3, por lo que estima existe una discriminación en su contra, ya que comparativamente realiza las citadas labores sin ser debidamente remunerada por ello.

			Sobre el caso concreto, la Sala Segunda estima que los argumentos de la parte actora no son de recibo. Determina que el juzgado que conoció el caso inicialmente adujo que 

			Analizadas minuciosamente que han sido las funciones anteriormente indicadas por la parte actora, así como su relación con el categoría de Profesional de Servicio Civil 3, sobre el cual solicita sean reconocidas las diferencias salariales, este Juzgador determinada debe ser rechazada dicha pretensión por los siguientes motivos: Del estudio de la categoría Profesional de Servicio Civil 3, según el Manual de Clases Anchas Vigente del Servicio Civil, este Juzgador determina las labores realizadas por la parte actora, no permiten determinar correspondan a dicho puesto. Pues si bien ambas categorías guardan una similitud en las funciones (Profesional Servicio Civil 2 –Profesional Servicio Civil 3), la diferencia fundamental es en el poder de decisión, la influencia y consecuencia de las decisiones ejercidas por cada profesional. (Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, 2019a)

			En consecuencia, para la Sala casacionista las funciones del Profesional 3, son de un mayor valor agregado: el profesional de Servicio Civil 3 tiene mucho mayor responsabilidad en la toma de decisiones, por lo que no pueden catalogarse de iguales las funciones entre ambos puestos. Para saber si existe discriminación o no, debe de suscitarse un análisis comparativo que arroje un trato injusto o desigual entre supuestamente dos situaciones idénticas, situación que no sucedió en la especie.

			A título de glosa, la relación de puestos en un régimen estatutario o de empleo en el sector público, deviene de manuales de puestos con funciones determinadas. Así las cosas, atendiendo al principio de legalidad administrativa, las normas de categorización de tales puestos se constituyen en un elemento trascendental para alegar o no discriminación salarial, entre personas funcionarias que supuestamente realizan una misma función. 

			Cuadro Sinóptico N°3

			Conclusiones breves de este caso

			
				
					
				
				
					
							
							-El artículo 409 del C.T., aduce que, toda discriminación de las contempladas en el presente título podrá ser hecha valer por las autoridades o la parte interesada ante los juzgados de trabajo, de la forma dispuesta en este Código. En estos casos, quien alegue la discriminación deberá señalar específicamente el sustento fáctico en el que funda su alegato y los términos de comparación que substancie su afirmación. (Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, 2016) En la práctica, ya lo hemos expuesto anteriormente en estas líneas, el despido discriminatorio parte de dos premisas: A) Demostración de la causa o causas que devienen en la discriminación, y B) Comparación con respecto a otras personas, del mismo puesto o funciones a quienes no se les ha operado este trato discriminatorio.

						
					

					
							
							-Por consiguiente, cuando de un análisis comparativo se deduce que no existe discriminación debido a que la variable a examinar no es igual en ambos casos –p.e. las funciones entre dos puestos–, entonces no es factible establecer dicha discriminación.

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia.

			Caso N°3: Discriminación por despido por embarazo y conocimiento del mismo (Resolución Nº 02056-2019) (Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, 2019b)

			Una de las posibilidades que presenta la discriminación laboral puede acontecer con las mujeres en estado de gravidez y lactancia. Según el artículo 94 bis del Código de Trabajo, esta situación es prohibida y con la introducción de los fueros sindicales, se refuerza este hecho con la protección de fueros especiales. (Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, 1943)

			El punto medular del recurso de casación consiste en determinar si se puede considerar que al momento de la ejecución del despido el patrono era conocedor de la condición de gravidez de la demandante, que comenzó a laborar como cajera y asistente de administración, y fue despedida estando embarazada.

			Este fue un precedente que pasa por dos instancias jurisdiccionales antes de llegar a la Sala Segunda. En el primer escenario judicial, el Juzgado de Trabajo enuncia que el hecho de no haber informado del embarazo o presentado el comprobante respectivo antes del cese, hace improcedente alegar la discriminación invocada por su estado de gravidez. Por su parte, el Tribunal de Apelaciones de Trabajo revierte y cambia el fallo anterior, indicando que se suscitaron una serie de antecedentes que se pueden interpretar como lesivos hacia la trabajadora, tales como que antes de ser despedida, ya le había remitido un mensaje de texto al representante legal de la empresa haciendo de su conocimiento su estado situacional; además de que era muy difícil hablar de malos tratos en su gestión como trabajadora si el gerente y administrador reconoció en el juicio que su trabajo era bueno; o que otro indicio de veracidad de lo afirmado por la actora en la demanda, es que el mismo jefe inmediato reconoce que ella no trabajó en la tarde porque se sentía mal; lo que también coincide con el testimonio de una persona quien afirmó que ese día la actora la llamó para que la recogiera en el trabajo porque no se sentía bien. 

			Para la Sala Segunda es muy evidente que se trató de una evidente estrategia de la demanda de despedir a la actora antes de darle tiempo para que entregara la documentación que por temor hasta ese momento no había presentado, como era el resultado del laboratorio donde se confirmaba su estado de gravidez. Además, la demandada reconoce (al no contestar el hecho 10 de la demanda) que no la tenía asegurada en la Caja Costarricense de Seguro Social y es claro que sabía de las consecuencias jurídicas por esa omisión, sobre todo porque la trabajadora iba a requerir de atención inmediata durante el embarazo.

			Cuadro Sinóptico N°4

			Conclusiones breves de este caso

			
				
					
				
				
					
							
							- Es normal el temor que sienten las mujeres de informar sobre el estado de embarazo cuando tienen poco tiempo de laborar, por el riesgo a ser despedidas; más aún en el caso de la actora que estaba en el período de prueba.

						
					

					
							
							- Cuando se trata de la protección a las mujeres embarazadas y más aún, de una discriminación que afecta su estabilidad laboral, no puede hacerse una interpretación de esa índole, por el contrario, debe ser amplia, en busca de otorgar una efectiva aplicación de la norma,

						
					

					
							
							- En resumen, cuando a la trabajadora no se le da tiempo para informar de su estado de embarazo y la empresa procede al despido rápido, en cuanto tiene indicios de estado de la servidora, como se evidencia que ocurrió en el caso de estudio (porque la actora se sintió mal el mismo día que recibió el resultado de laboratorio que confirmó el estado de gestación), lo procedente es tutelar a la trabajadora para garantizarle el fuero de protección establecido a su favor (en forma directa e indirectamente para el nascituro –el bebé–).

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia.

			Caso N°4: No se puede alegar discriminación si el servidor tiene una jornada interina en el sector público y no se le prorroga el contrato de trabajo (Resolución N° 00332-2020) (Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, 2020a).

			Un funcionario planteó acción de protección en fueros especiales y tutela del debido proceso, contra el Sistema Nacional de Educación Musical (SINEM), con el propósito de que se declare nulo, por discriminatorio y violatorio de los principios de debido proceso y de defensa, el acto administrativo DG-SINEM-168-06-2018, del 28 de junio de 2018.

			En la sentencia previa, la jueza estimó que no existía discriminación ni tampoco violación al debido proceso. En el primer reproche del demandado, se consideró que no indica y mucho menos demuestra en que basa su reclamo, es decir, no indica el sustento fáctico en que funda su alegato. En segundo lugar y en lo que atañe al debido proceso, se trata de un trabajador en estado de interinazgo y esta condición por sí misma genera que a pesar de contar el mismo con nombramientos por más de un año que convierten su relación laboral a tiempo indefinido, esto no le genera estabilidad en el puesto, como la que gozan los funcionarios nombrados en propiedad. En estos casos, los funcionarios interinos, pueden ser removidos por causas objetivas, caso en el cual no se debe realizar un debido proceso; y por causas subjetivas, es decir por una conducta atribuible al trabajador, debidamente comprobada mediante el debido proceso. 

			Ante este cuadro fáctico, cuando la Sala Segunda conoce de lo resuelto, considera que es acertado dicho fallo. En primer término, el demandante ciertamente no cumplió con lo que dispone el numeral 409 del Código de Trabajo, respecto de que “quien alegue la discriminación deberá señalar específicamente el sustento fáctico en el que funda su alegato” (Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, 2016, Artículo 409). Además, no existe un trato discriminatorio en su despido, puesto que considera simplemente que se ordenó no prorrogar su nombramiento interino en el SINEM. Corrobora que el demandante no quiso ajustar su jornada laboral a los límites establecidos por la ley, a lo cual hizo caso omiso. En ese sentido, sí existió una causa objetiva para no prorrogar el nombramiento, facultad que ejerció correctamente la Administración, pues en caso contrario, la Administración habría incurrido en violación de la normativa que limita los nombramientos a un máximo de tiempo permitido por ley sin superposición horaria, por lo que se ajustó a derecho su decisión. Invoca lo que dispone el artículo 17 de la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, que prohíbe el desempeño simultáneo de cargos públicos. (Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, 2004, Artículo 17)

			Cuadro Sinóptico N°5

			Conclusiones breves de este caso

			
				
					
				
				
					
							
							-Se vuelve a invocar las prerrogativas del artículo 409 del Código de Trabajo en torno a la necesidad de sustentar objetiva y contundentemente la discriminación; siendo una situación que no sucede en este caso en concreto.

						
					

					
							
							-No se puede alegar trato discriminatorio ante supuestos que, dentro del sector público, son permitidos. Como por ejemplo en el asunto de marras, en que simplemente a la persona en estado de interinazgo no se le prorrogó su contrato debido a que no quiso ajustarlo a lo que establece la ley, con respecto a la superposición horaria.

						
					

					
							
							-En este precedente es oportuno indicar que muchas veces se invoca discriminación cuando no existe, ya que por la condición de interinazgo, se determina que es factible no prorrogar si el interno incurrió en faltas graves a su trabajo ya sea subjetiva y objetivamente. Tenemos la prohibición de trabajar más de tiempo completo y en jornadas inclusive que puedan chocar entre sí, y ello es suficiente para cesar el nombramiento.

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia.

			Caso N°5: No existe discriminación por edad, si a la persona trabajadora se le varían las funciones laborales debido a una situación de accidente de trabajo (Resolución N° 00225-2020) (Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, 2020b) 

			En la situación presente, una persona aduce ante la Sala Segunda que sufrió en su perjuicio discriminación laboral debido a su edad. Su apoderado especial judicial manifiesta que, a inicios del año 2007, fue nombrado chofer recolector de basura en la entidad demandada. Sin embargo, señaló que, a partir del 2016, se le encargaron dichas funciones a otro servidor interino y a él lo trasladaron como mensajero. 

			En el nuevo cargo, debe conducir un vehículo liviano y se encuentra inactivo gran parte de la jornada en espera de correspondencia para entregar. Manifestó que cuando consultó a las autoridades de la municipalidad sobre esa decisión, se hizo referencia a la necesidad de que él descansara, dada la proximidad de su jubilación. Solicitó que se anule lo actuado por ser discriminatorio y que se le reinstale en su puesto. 

			La municipalidad demandada, en su contestación de demanda, aduce que la variación en las funciones del accionante se debió a sus problemas de salud, luego de que sufrió un accidente laboral; y también se relacionó esa condición con un percance de tránsito ocurrido tiempo después. La parte patronal le comunicó la situación de su cambio de trabajo, indicándosele que no se verían afectados sus derechos laborales ni su salario. 

			La Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia (2020b) acorde con la prueba documental, le da credibilidad a lo dicho por la accionada, y manifiesta que 

			es razonable que la entidad accionada, dadas las circunstancias posteriores al riesgo de trabajo y el accidente de tránsito, se viera en la necesidad de cambiar las funciones, lo cual descarta que se trate de una medida propiamente discriminatoria en razón de la edad del servidor. Si bien los testigos aportados por la municipalidad dieron cuenta de una posible impericia en la conducción del vehículo sin que la atribuyeran directamente a los problemas de salud del actor, lo cierto es que con las demás pruebas analizadas se descarta convincentemente que la modificación en las funciones tenga su origen en circunstancias segregacionistas contra el funcionario.

			Por lo tanto, la motivación de discriminación por edad no tenía asidero en lo absoluto, sino que hasta se puede valorar que fue por motivos de salud y en resguardo de la esta, procurando el beneficio físico y emocional de la persona trabajadora demandante.

			La situación de las personas que sobrepasan el umbral de los cuarenta años y su empleabilidad es una situación que debe ser abordada en el marco de una política social de Estado . Desde una perspectiva comparada, la sociedad española ha diseñado legislación y medidas administrativas atinentes a este fenómeno, como por ejemplo las expuestas por Fernández García (2024):

			La Ley de Empleo o Ley 3/2023 del 28 de febrero de 2023, que considera como colectivos vulnerables de atención prioritaria de las políticas de empleo a las personas en desempleo de larga duración y a las que hayan alcanzado la edad de 45 años (art. 50). Para estas últimas también se prevé una atención específica, no solo cuando hayan perdido su empleo, sino también cuando estén en riesgo de perderlo, intensificándose la atención que reciban cuando tengan a cargo menores de 16 años o mayores dependientes. (art. 52)

			
					Por su parte, el Plan Anual para el Fomento del Empleo Digno 2023 considera, a efectos de sus indicadores, como colectivos especialmente afectados por el desempleo a las personas desempleadas de larga duración y a las mayores de 45 años. Asimismo, incluye a ambos perfiles en la lista de colectivos de atención prioritaria. Por su parte, en su Eje 4, Igualdad de oportunidades en el acceso al empleo, se pretende mejorar de manera prioritaria la activación e inserción de ambos grupos (Objetivo 4.2), tomándose en cuenta para su consecución el haberles facilitado un itinerario individual y personalizado de empleo, o bien el acceso a un empleo.

					El Decreto-ley reciente denominado RD-Ley 2/2024 del 21 de mayo del 2024, contiene en su disposición adicional primera el compromiso del Gobierno de, en el plazo de 6 meses, elaborar en el marco del diálogo social una «Estrategia global para el empleo de personas trabajadoras en desempleo de larga duración o de más edad que incluirá medidas en materia de empleo, formación, condiciones de trabajo y Seguridad Social, con el objetivo de favorecer su reincorporación al mercado de trabajo o su mantenimiento en el mismo». (p. 338)

			

			Cuadro Sinóptico N°6

			Conclusiones breves de este caso

			
				
					
				
				
					
							
							-La parte patronal puede variar las funciones de las personas trabajadoras, si demuestra que es en resguardo de su salud y atendiendo a potestades de la normativa de salud ocupacional. Por ejemplo, si la persona resultó que es alérgica a químicos determinados, y trabaja en continúa exposición a estos, entonces por salud ocupacional se le puede variar de labores, sin que ello signifique discriminación en lo absoluto.

						
					

					
							
							-En esta posibilidad de variación descrita anteriormente, si las personas mayores o con más edad son removidas de sus funciones y/o puesto, estas no pueden alegar discriminación etaria con respecto a la persona que llega a ocupar su puesto, que podría ser más joven.

						
					

					
							
							-La variación de puesto o funciones por motivos de salud, tiene una causa objetiva que más bien se realiza en beneficio de la persona trabajadora removida.

						
					

					
							
							-Si la persona removida se encuentra disconforme, debe demostrar que más bien esta variación no procede en lo absoluto, pues las causas imputables a su salud no son tales que le permitan no seguir laborando en ese puesto.

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia.

			Caso N°6: Los planes de mejora del ambiente laboral no siempre constituyen prácticas discriminatorias contra las jefaturas o personas que a las que se les aplica  (Res: 2021-001507) (Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, 2021) 

			Estamos ante un caso muy interesante, en el que la solicitud de tutela por despido discriminatorio fue planteada contra un banco privado, por parte de una actora que aduce sufrir actos discriminatorios por ser mujer, afrodescendiente, mayor de cincuenta y dos años de edad y no hablar correctamente el idioma español. Los actos hostiles dice haberlos recibido de su jefe inmediato. 

			La entidad bancaria demandada aduce en su contestación de demanda que no son ciertas las apreciaciones de la demandante, y que lo acecido en su caso responde a las siguientes situaciones: (i) niegan que su jefe fuera negativo o discriminador con ella; (ii) alegan que la actora era coordinadora de un grupo de quince personas, y existían problemas con su grupo de trabajo; (iii) realizaron un proceso de revisión anual del desempeño desde una perspectiva múltiple, y que los resultados obtenidos reflejaban efectivamente una serie de hostilidades entre la gestionante y su equipo de trabajo; (iv) miembros del equipo que coordinaba la demandante presentaron “escalamientos éticos en contra de la señora”; (v) en el fallo recurrido, el juez tuvo por acreditado que “varios subalternos de la accionante se quejaron del trato y comportamiento que la misma tenía con ellos”.

			El representante judicial de la actora aduce entre otras alegaciones y en lo que interesa, que el plan de acción o plan de mejoras realmente constituye un indicio de la discriminación empresarial. Para la Sala Segunda, este plan no se tornó como discriminatorio, y más bien es el resultado de un plan que como lo demuestra la empresa demandada, pretendía en su enfoque lo siguiente: “1. mantener su correo al día, respondiendo en menos de una hora, 2. invitar a jefaturas a reuniones con su equipo para valorar su interacción, 3. reconstruir la confianza de su equipo con un enfoque positivo, reconociendo sus errores y disculpándose por temas pasados, 4. crear un plan para reconstruir la confianza del equipo”. Para la Alta Cámara Judicial, “es claro que todas esas acciones estaban directamente ligadas a las funciones del puesto de trabajo de la actora, sin que se advierta móvil de discriminación por su condición personal” (Considerando IV).

			Se consigna en la sentencia que nos ocupa, que 

			…el hecho que la demandante sintiera que el plan no era una medida justa no le quita la objetividad a la acción, por lo que no se aprecia connotación de persecución o de acoso hacia la persona trabajadora en la implementación de dicho plan, como protesta el recurrente.  Declaran sin lugar la acción judicial interpuesta. (Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, 2021)

			Lastimosamente nuestra legislación no posee como la española, los denominados “Planes de Igualdad” que se constituyen en un conjunto de medidas que buscan eliminar la discriminación por género en las empresas. Estos planes deben ser negociados entre la empresa y los representantes de los trabajadores. (Gobierno de España, 2007) La demandante para el caso que nos ocupa, alega discriminación por género que no logra ser acreditada. Quizás, si existiesen estos planes podría alegar basada en prácticas discriminatorias de género, las cuales se deben consignar previamente en el marco de un arreglo entre las partes de la relación laboral.

			Estos planes igualatorios de género han consignado la jurisprudencia española según la sentencia del Tribunal de lo Social (STS 26 de enero de 2021, Nº 350/2021), que deben de negociarse en los mismos términos que los convenios colectivos de empresa, en ningún caso, de forma unilateral. Deben hacerse en el marco de una comisión “ad hoc” elegida por los propios trabajadores de la empresa, y nunca por esta misma, a través, por ejemplo, de la Dirección de Recursos Humanos. (Wolters Kluwer TAA España, 2024)

			Cuadro Sinóptico N°7

			Conclusiones breves de este caso

			
				
					
				
				
					
							
							-Los planes de acción de mejoramiento continuo de la empresa o “Planes de Ambiente Laboral” no necesariamente deben tenerse como mecanismos de discriminación laboral, contra la jefatura o persona trabajadora en general, a la que se le practican dichos planes.

						
					

					
							
							-La procedencia de este tipo de planes debe ser justificada por la empresa con vista en prueba documental o testimonial, que corrobore que efectivamente existe un malestar entre las personas trabajadoras a cargo de la jefatura.

						
					

					
							
							-Si no se presentan justificaciones objetivas en torno a la procedencia de este tipo de actuaciones promovidas por la empresa, entonces estamos ante un acto arbitrario y hasta lesivo. No se puede argüir malestar en la empresa, con respecto a una jefatura, si no existe asidero real, objetivo y comprobable.

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia.

			Caso N°7: Las prácticas discriminatorias antisindicales deben probarse ya sea por indicios o prueba contundente (Resolución N° 01918-2022) (Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, 2022a)

			Para el caso costarricense, la ley N° 7360 del 04 de noviembre de 1993 (Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, 1993), viene a establecer un capítulo de prácticas antisindicales que no existía anteriormente en el Código de Trabajo. Esta reforma nace en virtud de una denuncia interpuesta contra nuestro país por la central estadounidense AFL-CIO, ante el Representante de Comercio de los Estados Unidos. Se aducía violación de derechos laborales varios, tales como prácticas que menoscababan la libertad sindical; la imposibilidad de negociación colectiva y el castigo penal del derecho a huelga. Van der Laat E. (2001) estima que este capítulo de protección de derechos sindicales tuvo una buena recepción jurisprudencial de los tribunales, y esta situación se ha visto en los fallos de la Sala Segunda, reinstalando trabajadores y condenando a pago de salarios caídos (p. 126). 

			Ahora bien, dejando la anterior reseña breve del surgimiento de la tutela de la protección de los derechos sindicales, en el caso que nos interesa ilustrar, estamos ante una persona demandante que sostiene que el verdadero motivo del cese en la compañía bananera fue su afiliación a un sindicato. Esta adherencia a su vez generó conductas antisindicales como: fiscalización excesiva, exigencia de un alto rendimiento de forma desproporcionada, maltrato verbal, ofensas y trato desigual. La empresa demandada alegó que su despido fue objetivo y fue resultado de una investigación interna, que determinó su despido sin responsabilidad patronal.

			El juzgado de primera instancia declara sin lugar la demanda, por lo que el actor fue directamente a plantear recurso ante la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. 

			Para esta Sala, de las probanzas allegadas al expediente se advierte que, para cuando ocurrieron los hechos que le fueron atribuidos al demandante en la carta de despido que le fue entregada, la empresa desconocía de su afiliación al sindicato. Como dato cronológico, aquellos se dieron el día 5 de mayo de 2020 a las 11:10 a.m., y la accionada recibió los documentos que le ponían en conocimiento la afiliación del actor al sindicato, ese mismo día a las 2:15 p.m. Por lo tanto, dicha circunstancia impide relacionar el cese con su condición de afiliado.

			Además, agrega esta instancia jurisdiccional que, en la resolución del juzgado venida en alzada, se consignó como hecho no probado: “1) El actor no demostró, siquiera a manera de indicios12, que su despido se haya debido a su afiliación al sindicato SITAGAH…”. Esta tesitura es avalada por la sala casacionista y declara sin lugar el recurso.

			Cuadro Sinóptico N°8

			Conclusiones breves de este caso

			
				
					
				
				
					
							
							-La discriminación sindical debe probarse objetivamente a través de hechos concretos o algunas pautas o indicios, que así lo demuestren. El caso más evidente sería que en igualdad de condiciones, con personas trabajadoras en el mismo proceso, solo despiden a quienes se encuentren sindicalizadas.

						
					

					
							
							-Si la parte empleadora demuestra que el despido obedece a situaciones sin relación directa con su afiliación sindical, entonces no procede invocar esta discriminación por prácticas antisindicales.

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia.

			Caso N°8: La prueba indiciaria analizada en su conjunto, consistente en omitir pruebas y no darles valor a otras; es suficiente para demostrar una discriminación por afiliación sindical (Resolución N° 002950-2022) (Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, 2022b) 

			Para iniciar, un autor como Godínez Vargas (2021) recalca la importancia de la libertad sindical aduciendo que esta “no solo es el medio por el que se reivindica una progresiva mejora de las condiciones de trabajo, sino que también es una herramienta del Estado social de derecho, para procurar la defensa y cumplimiento de las normas sociales” (p. 195). Coincidimos con el autor, en que cualquier obstáculo que se suscite a la referida libertad es una lesión a los pilares de convivencia social y democrática gestados en nuestra Carta Magna que promueve este tipo de Estado. Además, consideramos que este derecho tiene que ser protegido objetivamente por el ordenamiento jurídico, con la finalidad de que determinadas personas o desde una arista subjetiva, no encuentren impedimento y desgano en protegerse de posibles lesiones a su contrato laboral.

			De manera concreta, en este veredicto vamos a encontrar la necesidad de darle preponderancia a la denominada “prueba indirecta” o basada en indicios, y su aplicación en la valoración de la pertenencia sindical. Hemos dicho desde un inicio y antes de empezar con el examen de las sentencias escogidas, que la persona afectada debe demostrar objetiva y contundentemente la discriminación alegada. Sería lo que denominamos como “prueba directa”, y que en muchos casos como el que nos ocupa, se hace difícil de obtener, debido a que la parte empleadora puede intervenir para desviar u obstaculizar la configuración de esta.

			Un trabajador fue despedido con responsabilidad patronal en una empresa privada y dedicada a trámites de terminal portuaria, alegando un proceso de reestructuración. Sin embargo, la defensa de esta persona aduce que su despido es discriminatorio y se debió a que formaba parte de un sindicato que se estaba gestando en la empresa. Por lo que consideró que su despido no atendió a causas objetivas, sino que constituyó una práctica patronal desleal, antisindical, a fin de desincentivar la conformación de movimientos sindicales. 

			El juzgado de trabajo de primera instancia declara la demanda sin lugar y favorece a la empresa. En el Considerando VI de la sentencia de casación, se concluyen importantes situaciones que nos servimos destacar seguidamente, con respecto al recurso interpuesto por la parte actora: en primer lugar, la Sala Segunda estima que en la sentencia recurrida no se hace mención del testimonio de ocho declarantes y su análisis en detalle, sino que se hace una declaración general, generando una prohibición acorde con lo dispuesto en los artículos 481 y 560 del Código de Trabajo (Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, 1943). No se fundamenta la pertinencia o no de la prueba en su conjunto, como es exigido legalmente.

			En segundo lugar, se aduce la existencia de suficiente prueba que demuestra que participó de las reuniones previas a la constitución del sindicato. Agregó que se le había indicado a una jefatura que iba a formar parte de una organización sindical, pero que estos elementos fueron omitidos por la jueza en su sentencia. Alegó que fue despedido días antes de la asamblea de constitución del sindicato, junto con otros trabajadores en las mismas condiciones. 

			Tercero, la empresa no tenía baja productividad, más bien se promocionaba en los medios como exitosa y eficiente. No obstante, señaló que todos estos elementos fueron omitidos por la jueza en su sentencia. 

			Volviendo a la resolución de la Sala Segunda, esta instancia judicial manifiesta que de la prueba practicada se desprenden una serie de indicios que permiten inferir que la empresa sí tuvo conocimiento de las gestiones previas de un grupo de trabajadores para formar un sindicato. Se le otorga valor a lo dicho por el actor que sostuvo en su declaración de parte ante la jueza de primera instancia, en el sentido que él directamente le comentó a una funcionaria de recurso humanos, de su intención de constituir un sindicato y le explicó el motivo por el cual consideraba que era necesario. Asimismo, no logra acreditar la empresa demandada, que el proceso de reestructuración aludido, que se adujo para despedir al demandante, estuviera fundamentado e inclusive no existe documentación soporte-técnica, para demostrar su justificación. 

			Aduce la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia (2022) en la resolución que nos ocupa, que 

			al evaluar todas estas circunstancias en su conjunto, no se puede concluir que la accionada haya sufrido un proceso de reestructuración interna, y aunque esta se hubiese dado, tampoco se ha demostrado la objetividad, racionalidad y proporcionalidad del despido adoptado en perjuicio del accionante. En conclusión, lleva razón la parte actora sobre la existencia de indicios que permitan estimar como probada la discriminación sindical; por su parte, la justificación que ha presentado la parte patronal, no ha alcanzado la exigencia probatoria que le correspondía, circunstancia que impide tener por excluido el ánimo discriminatorio que reviste el despido. 

			En el caso expuesto anteriormente, el no reconocer que los despidos procedían por un ejercicio particular del derecho de asociación plasmado en la libertad sindical, era lesionar con creces esta garantía constitucional, legal y protegida por tratados internacionales.

			Cuadro Sinóptico N°9

			Conclusiones breves de este caso

			
				
					
				
				
					
							
							-La prueba indiciaria sirve para que las personas juezas de la República puedan ir articulando y darle sentido a una situación fáctica, desde una cuadratura lógica y ordenada, en la secuencia de tiempo, situaciones y personas participantes.

						
					

					
							
							-En materia de discriminación, es usual que algunas personas empleadoras disimulen y tergiversen los hechos, por lo que si no se puede demostrar a través de prueba objetiva o directa; un caso de discriminación puede construirse con “indicios”. Este cuadro de indicios debe demostrar porqué razón los hechos no pueden ser tenidos como válidos y más bien que sucedieron de una forma diferente.

						
					

					
							
							-Esta prueba indiciaria se debe razonar desde una estructura lógica o de silogismo, demostrando porque razón se da un resultado o hecho más factible que sucedió, surgido de la prueba y no otro. Se trata de un silogismo práctico, en el que, si la sanción de despido es producto de una discriminación laboral, para llegar a esta conclusión debe demostrarse que la persona trabajadora fue discriminada por su parte empleadora, en una relación de causalidad.

						
					

					
							
							-En esta demostración de prueba indicaría, se hace necesario contar con una “teoría del caso” y cómo esta se desvirtúa o acredita como factible, con vista en los supuestos o indicios.

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia.

			Caso N°9: En los contratos a plazo definido no puede alegarse discriminación por vencimiento de este y la consecuente no renovación del patrono (Resolución N° 00165-2023) (Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, 2023)

			Este caso en particular se desarrolla en contra de una compañía bananera, y la persona demandante aduce discriminación en su perjuicio, por no renovársele su contrato en la plantación. Lo matiza, además, manifestando que se debe a su afiliación sindical y, por ende, se le discrimina con respecto a otras personas trabajadoras, que han seguido laborando y no son miembros de esta organización.

			La Sala Segunda, en esta situación en concreto, no encuentra ninguna violación a los derechos del recurrente, en virtud que, tratándose del sector privado, existe la posibilidad del denominado “contrato por tiempo determinado”. Esta modalidad contractual se encuentra regulada por los artículos 26, 27 y 31 del Código de Trabajo. (Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, 1943)

			En concordancia con la anterior normativa, este tipo de contrato puede pactarse hasta por un año, y únicamente podría subsistir, si la naturaleza de las prestaciones así lo requiere. No podría entonces estipularse por más de un año, en perjuicio del trabajador, aduciéndole que es definido, pues este se tornaría en indefinido para su beneficio.

			La alta cámara judicial encontró que, tratándose de un trabajo estacionario, con meses o estaciones de mayor o menor intensidad laboral; en el caso que nos ocupa la persona demandante fue contratada para una labor específica bajo la figura del contrato temporal, y vencido el mismo en tiempo, se finiquitó la relación laboral entre las partes.

			No existe discriminación en lo absoluto, pues la terminación del contrato es connatural al contrato pactado inicialmente entre las partes, que se sabía de antemano que era por tiempo definido. Mucho menos, podría pensarse que se debe a su afiliación al sindicato de la plantación bananera. Se declara sin lugar el recurso de casación.

			Cuadro Sinóptico N°10

			Conclusiones breves de este caso

			
				
					
				
				
					
							
							-El contrato por tiempo definido tiene base o pertinencia legal en el Código de Trabajo. Es una posibilidad de contratación que tienen las personas patronas, para labores específicas y puntuales en el tiempo de trabajo.

						
					

					
							
							-Este contrato por tiempo definido o determinado es por hasta un año, y no existe discriminación alguna si el plazo venció, y el patrono no me renueva el contrato. Por ejemplo, si a una persona se le contrata en una tienda únicamente para la temporada navideña, una vez pasada esta época; no puede alegar ningún tipo de discriminación para no continuar su contrato. Está claro que la naturaleza temporal contractual y su extinción por la fecha prevista, priva sobre cualquier discriminación invocada a posteiori.

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia.

			Caso N°10: La persona trabajadora tiene la obligación de establecer la “relación de causalidad” por despidos en materia de discriminación por salud (Resolución N° 00588-2024) (Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, 2024b)

			Este precedente se torna interesante, debido a que la demandante es una mujer que trabajaba en una importadora y que después de una serie de citas médicas, tenidas en un hospital público, fue despedida el 25 de enero del 2023. Sostiene que el 16 de diciembre del 2022, avisó a su patrono tanto mediante mensaje de WhatsApp y de forma personal, que tenía una cita agendada para el 8 de febrero de 2023, pues tenía un tumor en el pecho derecho. 

			A su juicio, dicho despido obedece a su condición de salud, ya que sus patronos tenían pleno conocimiento de su estado. Agregó que, al verse sin empleo, en una situación de salud compleja, la desesperación le genera insomnio y muchos otros problemas, sobre todo emocionales, como miedo, frustración, angustia, lo cual considera es parte de las afectaciones sicológicas y morales que generó este despido. En virtud de lo expuesto, pide en el recurso de casación, que se decrete la nulidad del despido; se ordene la reinstalación en su puesto de trabajo a partir de la firmeza de la sentencia, con el pleno goce de sus derechos.

			Al respecto, la Sala Segunda considera que no lleva razón la recurrente, y se basa en el siguiente razonamiento, tomando como parámetro la fecha que supuestamente avisó a su patrono (16/01/2023), con respecto a la cita del 08 de febrero del 2023:

			No obstante, a pesar de la cercanía entre el despido y la comunicación que acusa, se echa de menos una falta de relación causal de naturaleza discriminatoria entre el cese dispuesto y el estado de salud del demandante, pues no se acreditó inicialmente que este fuera por ese motivo, ni se alegó el grado de comparación que establece la norma como parámetro para determinar una posible violación al principio de igualdad. Incluso, no logró la accionante comprobar que efectivamente le hubiera informado a su superior sobre esa cita. Nótese, además, que la actora había en múltiples ocasiones sobre sus ausencias tanto por motivos de salud personales como de su pareja, y su jefatura siempre se mostró anuente a comprender lo que sucedía (subrayado nuestro)

			La Sala Segunda manifiesta, además, que lo anteriormente expuesto fue respaldado por prueba testimonial en el proceso judicial. Lo trascendental de este fallo judicial radica en que la cámara de casación manifiesta que la parte actora no demostró según su dicho, que había avisado para el mes de enero del 2023, con respeto a la cita médica del mes siguiente.

			Por ende, según se desprende del análisis lógico de los elementos fácticos dados por probados, para la fecha del despido (25/01/2023), la parte patronal no tenía conocimiento de la próxima cita, y, por consiguiente, del estado de salud de la persona demandante. 

			Cuadro Sinóptico N°11

			Conclusiones breves de este caso

			
				
					
				
				
					
							
							-La parte demandante que alega discriminación por salud debe probar que su patrono tenía conocimiento de su estado. Para ello, se hace necesario que acredite judicialmente la presentación de incapacidades boletas, citas médicas etc., todas tramitadas en tiempo y con anterioridad a tales eventos de atención.

						
					

					
							
							-La “relación de causalidad” sería necesario en estos casos de discriminación por estado de salud, puesto que se debe demostrar que la parte patronal aun teniendo conocimiento del estado de enfermedad de la parte trabajadora, persiste en despedirla. En sentido contrario, si no se logra demostrar que la parte empleadora tenía conocimiento de la situación médica, no existe la posibilidad de alegar la discriminación que nos ocupa.

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia.

			
					CONSIDERACIONES FINALES

			

			Una vez llegados a esta fase final del artículo, solo nos resta indicar que la legislación y jurisdicción laboral han establecido pautas muy concretas para evitar la discriminación en los contextos de las relaciones de trabajo, como puede desprenderse de estas líneas.

			Desde el 25 de julio de 2017, se cuenta con una legislación que se supone más ágil para tutelar la discriminación, por lo que es de total trascendencia que tanto la empresa privada como la pública tengan conocimiento de situaciones o prácticas que puedan ser calificadas como discriminatorias. En esta oportunidad a lo largo de este trabajo, hemos hablado de discriminación en aspectos tales como cuestiones de salud, prórroga del contrato, funciones realizadas, mujeres embarazadas, prácticas laborales sindicales, conversiones de contrato, entre otras variables. Estos casos se tomaron jurisprudencialmente de las relaciones de empleo privado y unas cuantas situaciones del empleo público, aunque queremos dejar claro, perfectamente muchas de las situaciones aludidas pueden aplicarse tanto en un sector como en el otro. 

			Ahora bien, en cada una de las anteriores variables analizadas, hemos puesto las conclusiones respectivas al finalizar cada sentencia (cuadros sinópticos), por lo que omitimos volver a hacer alusión a ellas y más bien, lo que nos resta concluir a título de síntesis o ponderación final sería lo siguiente:

			
					La discriminación no suele ser un asunto fácil muchas veces de demostrar, debido a que se debe realizar un análisis comparativo entre dos condiciones y de este modo, determinar que una persona trabajadora es discriminada respecto a otra en igualdad de condiciones.

					La discriminación supone una condición favorable de tutela para el trabajador o trabajadora, a quien el ordenamiento jurídico le protege para que no se vea sometido a tratos y prácticas degradantes en su ámbito laboral, que pueden ser muy variadas y disímiles (p.e. discriminación etaria, social, opción o preferencia sexual, etnia o raza etc.)

					Si hablamos del proceso laboral y aun cuando es un foro técnico de las personas abogadas, estas resoluciones nos enseñan que la carga de la prueba prioritariamente es de la persona que alega la discriminación en su contra. Por esta razón, la prueba objetiva y contundente o hasta la indiciaria (que es solapada por decirlo coloquialmente), deben ser hábilmente encausadas a demostrar que se sufre una discriminación en el trabajo.

					-La manera de demostrar esta discriminación laboral en cualquiera de sus vertientes es bajo la clave comparativa. Para ello debe quedar evidenciado que, en relación con una persona determinada o unas personas determinadas, bajo igualdad de condiciones existe una restricción o negación del derecho, garantía o beneficio laboral hacia la persona discriminada.

					Los centros de trabajo, ya sean públicos o privados, deben fortalecer su estándar de buenas prácticas laborales y dentro de estas, erradicar políticas que tiendan a fomentar y hasta producir discriminación en las diferentes fases de su ejercicio laboral: contratación de personal, empleo y ejercicio de este, despido o cese de la persona trabajadora.

			

			Para la empresa tanto pública como privada, se hace esencial conocer en qué casos las prácticas laborales se tornan como discriminatorias, y qué reglas deben seguirse para no llegar a este tipo de situaciones. De allí que nuestro interés con este trabajo es el de generar un conocimiento aplicable y concreto, en diferentes situaciones mostradas. 

			Lo cierto del caso es que estamos ante un interesante e innovador paradigma de supervisión y cese de la discriminación laboral en el mundo del trabajo costarricense, con mecanismos más céleres para su protección como serían los “fueros especiales”. Queda esperar mucho más desarrollo jurisprudencial en esta vía jurisdiccional, en favor de la población trabajadora como instrumento de justicia laboral en las relaciones de empleo en general.
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						8   La finalidad de la prueba indiciaria no es sino la de evitar que la imposibilidad de revelar los verdaderos motivos del acto empresarial impida declarar que este resulta lesivo del derecho fundamental …. FFJJ 2 y 3), finalidad en orden a la cual se articula el doble elemento de la prueba indiciaria. El primero, la necesidad por parte del trabajador de aportar un indicio razonable de que el acto empresarial lesiona su derecho fundamental (STC 38/1986, FJ 2), principio de prueba dirigido a poner de manifiesto, en su caso, el motivo oculto de aquél; un indicio que, como ha venido poniendo de relieve la jurisprudencia de este Tribunal, no consiste en la mera alegación de la vulneración constitucional, sino que debe permitir deducir la posibilidad de que aquélla se haya producido (así, SSTC 166/1987, 114/1989, 21/1992, 266/1993, 293/1994, 180/1994 y 85/1995). STC 38/1981 del 23 de noviembre de 1981 (Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, 2005).


						9  Ver en igual sentido el voto N.º 1259-10 de las 14:56 horas del 9 de setiembre de 2010 (Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, 2025). Ese pronunciamiento armoniza con la sentencia de este órgano número 913, de las 10:40 horas del 3 de octubre de 2012, la cual, en lo de interés, reza: Esta Sala ha sostenido la tesis de que cuando una persona trabajadora se encuentre en uno de los supuestos en que pueda ser víctima de discriminación (trabajadora embarazada, persona denunciante de acoso sexual, persona perteneciente a alguna minoría, o con alguna discapacidad física para laborar, sindicalizada, etc.), alegue un motivo discriminatorio en la causa de despido, y presente indicios que permitan presumir que esa ha sido la causa, corresponderá al empleador desvirtuar este hecho…. (Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, 2020c)


						10 	Sobre el Convenio 111 de la OIT (2007), la jurisprudencia colombiana ha establecido su valor jurídico de la siguiente manera: Por consiguiente, para reconocer judicialmente la discriminación laboral no basta que se presente una distinción, exclusión o preferencia (es decir, un simple trato diferente) y que dicho acto produzca una anulación o alteración de la igualdad de oportunidades o de trato en el empleo y la ocupación, sino que se requiere que el trato diferente se base en un criterio prohibido de forma explícita, ya sea en el Convenio 111, u otro convenio o norma internacional más específica (verbigracia, el Convenio 98), la Constitución o la ley nacional. (…). (Corte Suprema de Justicia de la República de Colombia, 2024).


						11 	Véase Cap. I de este trabajo la referencia a esta.


						12    Sobre los “indicios” y su valor, como prueba determinante que demuestre discriminación, véase el caso siguiente (Caso N°8) de este mismo trabajo.
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RESUMEN

En este articulo abordaremos de manera breve qué se entiende por discriminacion en el
ambito laboral, con referencia a la legislacion existente. En la segunda parte, analizaremos
diez sentencias de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia —maxima entidad
judicial en derecho laboral—, con la finalidad de conocer algunos alcances que se han
decidido en esta materia. Se pretende mostrar cudles practicas discriminatorias estan
prohibidas por la ley.

PALABRAS CLAVE: DERECHO LABORAL, DERECHO EMPRESARIAL, DERECHO CONSTITUCIONAL,
AREAS BASICAS DEL DERECHO: OTROS.
CLASIFICACION JEL: K31, K20, K10, K19.

ABSTRACT

In this article we will briefly way for understand the discrimination in the workplace, with
reference to the existing legislation. In the second part we will analyze ten judgments of
the Second Chamber of the Supreme Court of Justice -the highest judicial entity in labor
law-, to know some scope that has been decided in this matter. It is that has been decided
in this matter. It is intended to show which discriminatory practices are prohibited by law.
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